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TÍTULO 1 

C/2518/2017 

DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA, EL PRINCIPIO DE LA UNIDAD 
FAMILIAR, EL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA Y DE NO 

DEVOLUCIÓN, LA EXPULSIÓN, LA CANCELACIÓN, 
LA REVOCACIÓN Y EL CESE DE LA CONDICIÓN 

DE PERSONA APÁTRIDA 

CAPÍTULO 1 

DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 1 º. (Definición de apátrida).- El término apátrida designará a toda persona 

que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su 
legislación. 

Artículo 2º. (Derecho de protección y reconocimiento). - Toda persona apátrida tiene 
derecho a solicitar y recibir protección como tal en el territorio nacional. La condición de 
apátrida será adquirida conforme se establece en el Título 111 de la presente ley. El 
reconocimiento de la condición de persona apátrida es un acto de carácter declarativo, 
humanitario y apolítico. 
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Artículo 3º. (Igualdad de trato).- Se podrá conceder igual trato, por motivos 
humanitarios, a las personas que poseen una nacionalidad pero, encontrándose fuera del 
país de su nacionalidad, sus autoridades le impiden regresar al mismo. 

CAPÍTULO 11 

REUNIFICACIÓN FAMILIAR 

Artículo 4º. (Principio de reunificación familiar).- La reunificación familiar es un 
derecho de las personas apátridas. El Estado facilitará el derecho de las personas 
apátridas a la reunificación familiar con sus padres, cónyuges, concubinas e hijos, así 
como cualquier otro pariente por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el 
segundo grado. 

CAPÍTULO 111 

DEL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA, LA PROHIBICIÓN DE 
DEVOLUCIÓN Y LA EXPULSIÓN 

Artículo 5º . (Principio de no rechazo en frontera).- Todo funcionario públ ico en 
ejercicio de funciones de control migratorio en un puesto fronterizo de carácter terrestre, 
marítimo, fluvial o aéreo, se abstendrá de prohibir el ingreso al territorio nacional a toda 
persona apátrida o que manifieste su intención de solicitar el reconocimiento de la 
condición de persona apátrida, debiendo comunicar inmediatamente la situación a las 
autoridades competentes. 

Artículo 6º. (No devolución y no expulsión).- Toda autoridad pública se abstendrá de 
devolver, expulsar, extraditar o aplicar cualquier otra medida que implique el retorno del 
solicitante o persona apátrida a las fronteras de otro país, sea o no de origen, donde su 
vida, integridad física, moral e intelectual, libertad o seguridad estén en peligro. 

Podrá procederse a la expulsión por razones de seguridad o de orden públ ico y 
conforme a los procedimientos legales vigentes. 
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La presente disposición no deroga lo dispuesto, en materia de extradición, por los 
artículos 329 a 350 del Código de Proceso Penal. 

Artículo 7°. (Permanencia en el país).- En caso de denegación de reconocimiento de 
la condición de persona apátrida, el extranjero podrá optar por permanecer en el territorio 
nacional en otra categoría migratoria aplicable, conforme a la normativa vigente. 

Artículo 8º. (Suspensión de sanciones y medidas cautelares y exoneración de 
pena).- El proceso administrativo o judicial tendiente a imponer sanciones penales o 
administrativas y las medidas de restricción ambulatoria aplicables que tengan su 
antecedentes en el ingreso ilegal o fraudulento del solicitante, quedarán en suspenso por 
orden de la autoridad o Juez competente, según sea el caso, hasta que se adopte 
resolución definitiva respecto de su solicitud. Las autoridades competentes no aplicarán 
otras restricciones de circulación que las necesarias, hasta tanto se haya resuelto su 
solicitud. 

A quien se le haya reconocido la condición de persona apátrida, el Juez competente 
podrá exonerarlo de pena por las conductas delictivas que haya cometido y que estén 
vinculadas, en forma directa y exclusiva, con el ingreso ilegal o fraudulento a territorio 
nacional para solicitar el reconocimiento de la condición de persona apátrida. La Justicia 
evaluará las circunstancias del caso, con especial atención al bien jurídico tutelado en los 
delitos por los que se pretenda exonerar la pena. 

CAPÍTULO IV 

DE LAS PERSONAS NO ELEGIBLES PARA PROTECCIÓN INTERNACIONAL 

Artículo 9º. (Excepciones). - Esta ley no se aplicará a aquellas personas que: 

A) Perciban actualmente protección o asistencia de un órgano u organismo de la 
Organización de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados, mientras estén recibiendo tal 
protección o asistencia. 
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B) Las autoridades competentes del país, donde hayan fijado su residencia, 
reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de la 
nacionalidad de ese país. 

Artículo 1 O. (Excepciones penales).- La presente ley tampoco se aplicará cuando 
haya motivos fundados para considerar que las personas: 

A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 
humanidad, tal como se encuentran definidos por el Derecho Internacional. 

B) Han cometido un grave delito común fuera del territorio nacional y antes de su 
admisión en él. 

C) Han cometido actos contrarios a los propósitos y principios de la Organización 
de las Naciones Unidas. 

Artículo 11. (Inclusión).- Podrán ser reconocidas como apátridas, por razones 
humanitarias, las personas que hayan renunciado a su nacionalidad y que no puedan 
adquirir una nueva. 

En caso de no otorgase el reconocimiento, las autoridades podrán realizar las 
gestiones para la re adquisición de su nacionalidad y/o su admisión en el país del cual era 
nacional. 

CAPÍTULO V 

DE LA CANCELACIÓN Y REVOCACIÓN DE 
LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 12. (Cancelación).- Si a posteriori de reconocimiento de la condición de 

persona apátrida, se constatará fehacientemente la falsedad de los fundamentos de 

hecho invocados o el ocultamiento de hechos materiales que, de haberse conocido, 

hubiera sido causal de denegación, se cancelará el estatuto previamente otorgado. 

Artículo 13. (Revocación).- Cuando se comprobare fehacientemente que una 

persona, luego de haber sido reconocida como apátrida, cometiere alguno de los actos 
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referidos en los literales A) y C) del artículo 1 O de la presente ley, se revocará la condición 

de persona apátrida. 

Artículo 14. (Expulsión).- Una vez adoptada decisión definitiva sobre la cancelación 

o revocación de la condición de persona apátrida y la persona no califique para adquirir

otra condición migratoria común, podrá decretarse su expulsión. La resolución de

expulsión será adoptada por el Ministerio del Interior. La orden de expulsión no se

ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva.

CAPÍTULO VI 

DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 15. (Cese).- La condición de persona apátrida cesará cuando tenga lugar 
alguno de los hechos siguientes: 

A) Que la persona apátrida sea reconocida como nacional suyo por otro Estado,
conforme a su legislación. En este supuesto, la persona cesada en su
condición de apátrida podrá continuar residiendo en el país, de acuerdo a los
criterios de la legislación migratoria vigente.

B) Que la persona apátrida haya obtenido la ciudadanía legal en el país, de
acuerdo a lo establecido en el artículo 75 y siguientes de la Constitución de la
República.

Las personas apátridas gozarán de facilidades para obtener la ciudadanía legal, de 
acuerdo con las siguientes pautas que reconocen la condición particular en la que se 
encuentren: 

1) Una vez que la Comisión de Refugiados hubiera reconocido su condición de
persona apátrida, el solicitante quedará eximido de probar su nacionalidad a
través de un pasaporte nacional vigente, así como de acreditar su ingreso
legal al país, si este hubiera ocurrido en infracción a la legislación migratoria.
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2) No se exigirá a la persona apátrida presentar la partida de nacimiento de su 
país de origen u otra documentación expedida por autoridades extranjeras, 
cuando existiera una imposibilidad manifiesta. 

3) Podrá eximirse a la persona apátrida de legalizar o apostillar la 
documentación expedida por autoridades extranjeras. 

TÍTULO 11 

CAPÍTULO 1 

DE LOS DEBERES Y DERECHOS DE LA PERSONA APÁTRIDA, DE LOS 
DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE, DEL CAMBIO DE CONDICIÓN 

MIGRATORIA Y DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 

PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

Artículo 16.- Toda persona apátrida y solicitante de reconocimiento de la condición 
de apátrida, debe respetar el orden jurídico de la República Oriental del Uruguay y estará 
sujeta a las disposiciones de la presente ley y de la Convención sobre el Estatuto de los 
Apátridas de 1954. 

Artículo 17.- El Estado garantizará a las personas apátridas y solicitantes de la 
condición de persona apátrida, el goce y el ejercicio de los derechos civiles, económicos, 
sociales, culturales y todos los demás derechos inherentes a la persona humana, 
reconocidos a los habitantes de la República Oriental del Uruguay en su normativa 
interna, así como en los instrumentos internacionales de derechos humanos suscritos por 
el Estado. 

CAPÍTULO 11 

DE LOS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE 

Artículo 18. (Documento provisorio).- Todo solicitante de reconocim iento de la 
cond ición de apátrida tiene derecho a que se le provea de un documento de identidad 
provisorio expedido por la Dirección Nacional de Identificación Civil del Ministerio del 
Interior, hasta que recaiga resolución definitiva sobre su solicitud. Una vez reconocida la 
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condición de persona apátrida, dicho documento será sustituido por el documento de 
identidad otorgado a los residentes permanentes. 

En ambos casos, la Dirección Nacional de Identificación Civil expedirá el documento 
de identidad con la sola presentación del Certificado de Llegada que otorga la Dirección 
Nacional de Migración. 

Los miembros del grupo familiar que posean una nacionalidad extranjera, tendrán 
derecho a obtener residencia legal en el país y la exped ición de un documento de 
identidad. 

Artículo 19. (Plazo de documento) .- Toda persona apátrida tiene derecho a que se le 
provea del documento de viaje previsto por el artículo 28 y el Anexo de la Convención 
sobre el ~statuto de los Apátridas de 1954, el cual contendrá las ca racterísticas de 
seguridad,de la Organización de Aviación Civil Internacional. El documento de viaje tendrá 
validez por el término de un año a contar de la fecha de su exped ición y podrá ser 
renovado de acuerdo a la normativa vigente. Las autoridades diplomáticas o consulares 
prorrogarán el documento de viaje cuando proceda, pud iendo igualmente expedir un 
salvoconducto que permita el pronto retorno de la persona apátrida al territorio. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores será la autoridad encargada de su expedición. 

Artículo 20.- (Principio de gratuidad).- Los procedimiento de determinación de la 
apatridia y los trámites migratorios serán gratuitos para la persona apátrida, la solicitante 
del reconocimiento de tal condición y los miembros de su grupo familiar. 

Podrá exigirse a las personas apátridas, que no se encuentren en situación de 
pobreza, el pago de las tasas, derechos o impuestos para la obtención de la 
documentación de identidad y viaje u otros servicios análogos. 

CAPÍTULO 111 

DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 

Artículo 21 . (Facilidades procedimentales) .- Cuando la persona apátrida o el 
solicitante de tal condición requiera de ayuda de autoridades extranjeras a las cuales no 
pueda recurrir, las autoridades administrativas dispondrán lo necesario para 
proporcionarle tal ayuda. 
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Las autoridades públicas facilitarán los mecanismos pertinentes para la aplicación de 
este criterio en todos los procedimientos e instancias en las que un solicitante de la 
condición de persona apátrida o una persona apátrida debiese acreditar un supuesto de 
hecho o de derecho, a cuyo fin precisara normalmente contactar a las autoridades de su 
país de origen. 

TÍTULO 111 

DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES EN MATERIA DE APÁTRIDAS, 
SUS FUNCIONES Y COMETIDOS 

CAPÍTULO 1 

ÓRGANO COMPETENTE EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 

Artículo 22. (Órgano competente).- La Comisión de Refugiados creada por la Ley 
Nº 18.076, de 19 de diciembre de 2006, es el órgano competente en materia de personas 
apátridas, rigiéndose, en lo no regulado expresamente por la presente ley, en cuanto a su 
integración y funcionamiento, por las disposiciones de la Ley Nº 18.076, de 19 de 
diciembre de 2006. 

CAPÍTULO 11 

COMPETENCIAS Y COMETIDOS 

Artículo 23. (Competencias y cometidos).- Compete a la Comisión de Refugiados: 

A) Identificar y determinar la calidad de apátrida sobre la base de las
disposiciones contenidas en la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas
de 1954, de la presente ley y otras fuentes del derecho internacional y
nacional en materia de personas apátridas.

B) Resolver todas las cuestiones relativas a la inclusión y exclusión, así como
aquellas relativas a la cesación, cancelación y revocación del estatuto de
persona apátrida.

C) Resolver sobre las solicitudes de reunificación familiar y de reasentamiento de 
personas apátridas en el país.
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D) Velar para que la persona apátrida disfrute efectivamente de sus derechos, 
promoviendo su acceso efectivo a programas públicos de asistencia social, 
económica y cultural. 

E) Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para 
las personas apátridas. A tales efectos plan ificará, promoverá y coordinará 
políticas públicas en vinculación con instituciones públicas o privadas de 
carácter nacional, extranjera o internacional. 

CAPÍTULO 111 

DE LA SECRETARÍA PERMANENTE DE LA COMISIÓN DE REFUGIADOS EN CUANTO 
A SU COMPETENCIA EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 

Artículo 24. (Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados).- La Secretaría 
Permanente de la Comisión de Refugiados , artículo 30 de la Ley Nº 18.076, de 19 de 
diciembre de 2006, asistirá a la Comisión en lo relativo a la instrucción de los expedientes 
en que ésta deba conocer y demás funciones asignadas por la Ley Nº 18.076, de 19 de 
diciembre de 2006 y la presente ley. 

TÍTULO IV 

DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE 

LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

CAPÍTULO 1 

DE LA SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE LA 

CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 25. (Solicitud).- La solicitud de reconocim iento de la condición de persona 
apátrida deberá presentarse por el interesado o su representante legal, en forma verbal o 

escrita , ante la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, ante cualquier 
autoridad nacional, departamental o ante el representante del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados con sede en el país o su agencia implementadora. 

Si la solicitud fuera verbal, se dejará constancia por escrito del contenido esencial de lo 
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expresado por el solicitante. La solicitud deberá contener, al menos, los nombres y 
apellidos del solicitante y su familia, con excepción del caso previsto en el artículo 34 de la 

presente ley, procedencia y toda otra condición relevante como el país de residencia 
habitual, fechas de nacimiento, datos de filiación y documentación que posea. 

Artículo 26. (Requisitos).- La autoridad que reciba la solicitud deberá remitirla sin 
demora a la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, dentro del plazo 
máximo de veinticuatro horas de su recepción. 

La comunicación podrá ser dirigida por cualquier vía de comunicación idónea y 
expedita. 

CAPÍTULO 11 

DEL PROCEDIMIENTO Y RESOLUCIÓN DE LA SOLICITUD 

Artículo 27. (Trámite de la solicitud).- La Secretaría Permanente de la Comisión de 

Refugiados dará trámite a la solicitud, procediendo a su registro. 

Informará al solicitante del procedimiento para la determinación de la condición de 

persona apátrida, sus derechos y obligaciones en un idioma que pueda entender y dejará 

constancia del domicilio constituido por el solicitante, a efectos de ser notificado de las 

resoluciones que oportunamente se produzcan. 

En particular, se le informará que tiene derecho a solicitar protección internacional 

como refugiado en los términos de la Ley Nº 18.076, de 19 de diciembre de 2006. 

Se entrevistará personalmente al solicitante y recibirán las pruebas documentales y 

de otro tipo que pueda producir en apoyo de su solicitud. 

Se realizarán las consultas sobre la posesión de nacionalidad a los Estados con los 

cuales el solicitante pudiera tener vínculos por nacimiento, ascendencia, residencia o 

matrimonio. Las consultas a las misiones diplomáticas, oficinas consulares u otras 

representaciones acreditadas ante la República Oriental del Uruguay, serán realizadas 

por el Ministerio de Relaciones Exteriores, a solicitud de la Secretaría Permanente de la 

Comisión de Refugiados. 
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Al solicitante que así lo requiera y necesite, cuando no comprenda el idioma 

nacional, se le facilitarán los servicios de un intérprete para asistirle en las entrevistas. 

Artículo 28. (Cooperación).- Los organismos públicos proporcionarán en forma 

urgente la información y documentación que solicite la Secretaría Permanente de la 

Comisión de Refugiados, en el marco de un procedimiento de determinación de la 

condición de apátrida. 

Artículo 29. (Prueba).- Será admisible todo tipo de prueba en el procedimiento, sin 

embargo, su producción quedará sujeta a que la Comisión de Refugiados las considere 

relevantes en las circunstancias del caso. La Secretaría Permanente de la Comisión de 

Refugiados instruirá el expediente de oficio, produciendo todas las pruebas que se 

consideran pertinentes para determinar el mérito de la solicitud , en especial aquellas 
relativas a la forma en que las autoridades competentes extranjeras interpretan y aplican 

su derecho de nacionalidad. 

La persona solicitante debe cooperar con la Secretaría para determinar los hechos 

que justifican su solicitud y presentar todas las pruebas que tuviera en su poder o pudiera 

razonablemente obtener. 

Artículo 30. (Principio de beneficio de la duda a favor del solicitante).- La Comisión 
de Refugiados evaluará la totalidad de los antecedentes disponibles y en caso de duda, 

respecto a aquellos aspectos que no puedan ser debidamente acreditados, aplicarán el 

principio de beneficio de la duda a favor del solicitante, siempre que hubiera cumpl ido con 

su deber de cooperación a los efectos de establecer los hechos que alega. 

Artículo 31. (Plazo).- La instrucción del asunto no podrá superar el plazo de ciento 

ochenta días contados a partir de la presentación de la solicitud ante la Secretaría 

Permanente de la Comisión de Refugiados. Se podrá prorrogar por igual plazo, mediante 

resolución fundada. 

Concluida la misma, la Secretaría Permanente elevará a la Comisión de Refugiados 

un informe circunstanciado y sus conclusiones debidamente fundadas. Sin perjuicio de 

ello, la Comisión de Refugiados tendrá acceso a todas las actuaciones realizadas. 
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Artículo 32. (Resolución definitiva).- La Comisión de Refug iados adoptará resolución 
debidamente fundada dentro de un plazo no mayor a noventa días de recibido el informe 

de la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, por mayoría de miembros 

presentes, requiriéndose un mínimo de tres votos favorables. En caso de empate el 

Presidente de la Comisión de Refugiados tendrá doble voto. 

Artículo 33. (Notificación).- La resolución que reconozca, rechace, cancele, cese o 

revoque la condición de persona apátrida, será notificada en forma personal al solicitante 

o en el domicilio que haya constituido a esos efectos o a través de cualquier otro medio 

idóneo que proporcione certeza en cuanto a la efectiva realización de la diligencia. 

Artículo 34. (Niños, niñas o adolescentes no acompañados).- Todo niño, niña o 

adolescente tiene derecho a solicitar y a que se reconozca su condición de persona 

apátrida por derecho propio y con independencia de su edad. 

Cuando la solicitud sea realizada por un niño, niña o adolescente no acompañado o 
separado de su familia, se debe comunicar en forma inmediata al Juzgado competente así 

como a la autoridad nacional en materia de infancia. 

En toda actuación es obligatoria la presencia de asistencia letrada, para lo cual 

podrá designársele Defensor Público. 

En caso de duda sobre la edad de la persona se estará a su declaración mientras no 

mediaren estudios técnicos y la correspondiente determinación por parte de autoridades 
competentes. 

Deberá prevalecer la defensa del interés superior del niño, niña o adolescente a lo 

largo de todas las instancias del procedimiento. Todas las decisiones que se adopten en 

el mismo deberán tomarse considerando su madurez y desarrollo intelectual. 

Artículo 35. (Derecho a intérprete).- Todas las personas deberán ser entrevistadas 
individualmente y se ofrecerá la posibilidad de e legir el sexo de su entrevistador e 

intérprete. 
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Artículo 36. (Derecho al refugio).- En cualquier etapa del procedimiento, la Comisión 
de Refugiados tramitará la solicitud con arreglo a la normativa en materia de refugio, si la 
persona solicita el reconocimiento de esa condición o la Secretaría Permanente de la 

Comisión de Refugiados considerase que pudiese calificar como refugiado y la persona 
consiente por escrito. En este caso se aplicará el principio de confidencialidad y demás 
principios en la materia. La Comisión de Refugiados evaluará si la persona califica como 
refugiada, apátrida o ambas condiciones o ninguna. 

CAPÍTULO 111 

DE LOS RECURSOS 

Artículo 37. (Recursos).- Las resoluciones adoptadas por la Comisión de Refugiados 
serán pasibles de impugnación por el régimen de recursos y acción de nulidad, previstos 
en los artículos 317 a 319 de la Constitución de la República y demás disposiciones 

legales concordantes, en lo que fuere pertinente. 

La interposición de los recursos tendrá efecto suspensivo sobre la resolución 
impugnada. 

TÍTULO V 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 38. (Aplicación).- En la materia regulada por la presente ley se aplicará 

directamente el Derecho Internacional vigente, especialmente el relativo al Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario, la 
aplicación de las Normas, Tratados y Convenciones ratificados por la República Oriental 
del Uruguay o declaraciones de organismos internacionales de los cuales el país forma 
parte y a las cuales ha adherido. 

Artículo 39. (Cooperación internacional).- El Estado podrá solicitar la cooperación y 
asistencia técnica del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y de 

la comunidad internacional para la asistencia directa de las personas apátridas. 
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Artículo 40. (Interpretación, protección y asistencia).- En la interpretación del 

concepto de persona apátrida y en su protección y asistencia, se aplicará una perspectiva 

sensible al género, a la edad, a la diversidad u otras condiciones especiales de 
vulnerabilidad. 

Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 5 de 
setiembre de 2018. 

Secretaria 
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MENSAJE Y PROYECTO DE LEY DEL 

PODER EJECUTIVO 





' 1 

MINISTERIO DEL INTERIOR 

\~7-o33 
. PRESIDENCIA DE LA · 
ASitlMBl..EA GENERAL 

MINSTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

Montevideo, O 9 OCT 2017 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL: 

El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General a fin de 

someter a su consideración el proyecto de ley adjunto mediante el cual se 

aprueba la ley de Reconocimiento y Protección al Apátrida. 

Apreciaciones Generales: 

Una persona apátrida es aquella que no es reconocida como nacional por 

ningún Estado, con frecuencia no puede acceder a derechos fundamentales, 

no tiene documentación de identidad, ni documentos de viaje, es decir que no 

puede desarrollar libremente sus planes de vida en condiciones de igualdad 

con otras personas que sí poseen la protección de un estado por ser su 

nacional. Según datos de la Organización de Naciones Unidas actualmente hay 

en el mundo 1 O millones de personas apátridas y cada 1 O minutos nace un niño 

apátrida. Nuestro continente es una de las principales regiones en el mundo 

que posee personas apátridas. 

La problemática de las personas apátridas ha resurgido como problema de 

Derecho internacional a partir de finales de la guerra fría. En efecto, el 

desmembramiento de los Estados federados y el surgimiento de Estados 

nuevos ha generado en Europa y África un problema severo. 

Las poblaciones significativas de personas apátridas también viven en los 

países alrededor del mundo que no les permiten a las madres transmitir su 

nacionalidad a sus hijos en condiciones de igualdad con los padres. Esto puede 

ocasionar que los niños queden en condición de apátrida cuando sus padres 

son desconocidos, desaparecidos o fallecidos. Se mencionan estas 

circunstancias entre otras que pueden generar la condición de apátrida. 

Uruguay ha ratificado la Convención para reducir los Casos de Apatridia, 

suscrita en Nueva York el 30 de agosto de 1961 , a través de la Ley Nº 17.349, 

promulgada por el Poder Ejecutivo el 15 de junio de 2001. Asimismo, con fecha 

24 de diciembre de 2003, se promulgó la Ley Nº 17.722, a través de la cual se 
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aprueba la adhesión de la República a la Convención sobre el Estatuto de los 

Apátridas que fuera adoptada en Nueva York, Estados Unidos de América, el 

28 de septiembre de 1954. 

La Cancillería uruguaya, en el marco de la conmemoración del 60° Aniversario 

de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y el 50° 

Aniversario de la Convención para reducir los casos de apatridia, (1961 ), que 

tuvo lugar en Ginebra, Suiza en diciembre de 2011, anunció el compromiso de 

Uruguay de contar con un procedimiento de determinación formal de la 

condición de apátrida, que conceda a las personas reconocidas como tales un 

estatuto consistente con los estándares internacionales. 

En virtud de lo expuesto, el objetivo del presente proyecto de ley de 

Reconocimiento y Protección al Apátrida, consiste en regularizar y mejorar la 

condición de los apátridas, asegurando el libre ejercicio de sus derechos y 

libertades fundamentales tal como lo establece la Carta de las Naciones Unidas 

y la Declaración Universal de Derechos Humanos, al igual que todas personas 

sin distinciones. 

El mismo se encuentra estructurado en cinco Títulos y cuarenta Artículos: 

El Título primero refiere a la definición de persona apátrida; el principio de la 

unidad familiar; el principio de no rechazo en frontera y de no devolución, la 

expulsión; de las personas no elegibles para la protección; la cancelación, la 

revocación y el cese de la condición de persona apátrida. 

El Título segundo refiere a los deberes y derechos de la persona apátrida, los 

documentos de identidad y de viaje, cambio de condición migratoria y 

asistencia administrativa. 

Por su parte el Título tercero hace alusión a los órganos competentes en 

materia de personas apátridas, sus funciones y cometidos. 

El Título cuarto regula el procedimiento para la determinación de la condición 

de persona apátrida. 

Finalmente el Título quinto consagra las denominadas Disposiciones Finales. 

Cabe destacar que de conformidad con el presente Anteproyecto de Ley, la 

Comisión de Refugiados creada por Ley Nº 18.076, de 19 de diciembre de 
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2006, será el órgano competente en materia de personas apátridas. En este 

sentido, tendrá a su cargo la determinación de la condición de apátrida de 

aquellas personas que hayan solicitado ser reconocidas como tales. 

Finalmente, vale la pena recordar que la República, ratificó la Convención de 

las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, aprobada en la 

Conferencia de Plenipotenciarios celebrada en Ginebra el 28 de julio de 1951 , 

mediante la Ley Nº 13. 777, de 17 de octubre de 1969, y ha sancionado la ya 

mencionada Ley Nº 18.076, ambos instrumentos íntimamente relacionados con 

las Convenciones internacionales en materia de apatridia, dado que la 

Convención de Refugiados regula el caso de los apátridas cuando estos tengan 

la calidad de refugiados. La necesidad de regularizar la condición de aquellos 

apátridas a los que la Convención de Refugiados no alcanza, ha justificado el 

interés de la República en ratificar los mencionados instrumentos 

internacionales en materia de apatridia y justifica la necesidad de la adopción 

del presente proyecto de ley de reconocimiento y protección al apátrida. 

Comisión Redactora del proyecto: 

El presente proyecto de ley ha sido el resultado de la labor de la Comisión de 

Refugiados, creada por la Ley Nº 18.076,_ contando con el asesoramiento de la 

Delegación Regional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados, con sede en Buenos Aires, Argentina. 

El proyecto consta de cuarenta artícu_los. 

En atención a lo expuesto el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente 

aprobación parlamentaria. 

El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea General las 

seguridades de su más alta consideración. 

e:::::::::: l 

. TASARÉ Vki.OUEZ 
residente de la República 

Parlado 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY 

TITULO 1 

DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA, EL PRINCIPIO DE LA 

UNIDAD FAMILIAR, EL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA Y DE 

NO DEVOLUCIÓN, LA EXPULSIÓN, LA CANCELACIÓN, LA REVOCACIÓN Y 

EL CESE DE LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

CAPÍTULO 1 

DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 1 ° - El término apátrida designará a toda persona que no sea 

considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación. 

Artículo 2º - Toda persona apátrida tiene derecho a solicitar y recibir protección 

como tal en el territorio nacional. El reconocimiento de la condición de persona 

apátrida es un acto de carácter declarativo, humanitario y apolítico. 

Artículo 3° - Se podrá conceder igual trato, por motivos humanitarios, a las 

personas que poseen una nacionalidad pero, encontrándose fuera del país de 

su nacionalidad, sus autoridades le impiden regresar al mismo. 

Artículo 4° - La reunificación familiar es un derecho de las personas apátridas. 

El estado facilitará el derecho de las personas apátridas a la reunificación 

familiar con sus padres, cónyuges, concubinas e hijos, así como cualquier otro 

pariente por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo 

grado. 

CAPÍTULO 11 

DEL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA, LA PROHIBICIÓN DE 

DEVOLUCIÓN Y LA EXPULSIÓN 

Artículo 5º - Todo funcionario público en ejercicio de funciones de control 

migratorio en un puesto fronterizo de carácter terrestre, marítimo, fluvial o 

aéreo, se abstendrá de prohibir el ingreso al territorio nacional a toda persona 

apátrida o que manifieste su intención de solicitar el reconocimiento de la 

condición de persona apátrida. Esta disposición se aplicará aun cuando la 
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persona no posea la documentación exigible por las disposiciones legales 

migratorias o ésta sea visiblemente fraudulenta o falsificada. 

Artículo 6º - Toda autoridad pública se abstendrá de devolver, expulsar, 

extraditar, o aplicar cualquier otra medida que implique el retorno del 

solicitante o persona apátrida a las fronteras de otro país, sea o no de origen, 

donde su vida, integridad física, moral e intelectual, libertad o seguridad estén 

en peligro. 

Podrá procederse a la expulsión por razones de seguridad o de interés público 

y conforme a los procedimientos legales vigentes. 

Artículo 7° - En caso de denegación de reconocimiento de la condición de 

persona apátrida, el extranjero podrá optar por permanecer en el territorio 

nacional en otra categoría migratoria aplicable conforme a la normativa 

vigente. 

Artículo 8º - El proceso administrativo o judicial tendiente a imponer sanciones 

penales o administrativas y las medidas de restricción ambulatoria aplicables 

que tengan su antecedente en el ingreso ilegal o fraudulento del solicitante 

al territorio nacional, quedarán en suspenso por orden de la autoridad o Juez 

competente, según sea el caso, hasta que se adopte resolución definitiva 

respecto de su solicitud. Las autoridades competentes no aplicarán otras 

restricciones de circulación que las necesarias y solamente hasta que se haya 

resuelto su solicitud. 

A quien se le haya reconocido la condición de persona apátrida no se le 

impondrá sanciones penales ni administrativas por motivos que directa o 

indirectamente estén vinculados con el ingreso ilegal o fraudulento al territorio 

nacional para solicitar el reconocimiento de la condición de persona apátrida. 

CAPÍTULO 111 

DE LAS PERSONAS NO ELEGIBLES PARA PROTECCIÓN INTERNACIONAL 

Artículo 9° - Esta ley no se aplicará a aquellas personas: 

A) Que perciban actualmente protección o asistencia de un órgano u 

organismo de la Organización de las Naciones Unidas, distinto del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, mientras 

estén recibiendo tal protección o asistencia. 
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B) A quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado su 

residencia reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la 

posesión de la nacionalidad de ese país. 

Artículo 10° - Esta ley tampoco se aplicará cuando haya motivos fundados para 

considerar que las personas: 

A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito 

contra la humanidad, tal como se hayan definidos por el derecho 

internacional. 

B) Han cometido un grave delito común fuera del territorio nacional y antes 

de su admisión en él. 

C) Han cometido actos contrarios a los propósitos y principios de la 

Organización de las Naciones Unidas. 

Artículo 11 ° -Podrán ser reconocidas como apátrida, por razones humanitarias, 

las personas que hayan renunciado a su nacionalidad y que no puedan adquirir 

una nueva. En caso de no otorgarse el reconocimiento, las autoridades podrán 

realizar las gestiones para la readquisición de su nacionalidad y/o su admisión 

en el país del cual era nacional. 

CAPÍTULO IV 

DE LA CANCELACIÓN Y REVOCACIÓN DE LA CONDICIÓN DE PERSONA 

APÁTRIDA 

Artículo 12º - Si a posteriori del reconocimiento de la condición de persona 

apátrida se constatara fehacientemente la falsedad de los fundamentos de 

hecho invocados, o el ocultamiento de hechos materiales que, de haberse 

conocido, hubiera sido causal de denegación, se cancelará el estatuto 

previamente otorgado. 

Existiendo resolución firme, la expulsión se llevará a cabo a través de los 

procedimientos legales vigentes en el país, respetando las garantías del debido 

proceso. 

Artículo 13º - Cuando se comprobare fehacientemente que una persona, luego 

de haber sido reconocida como persona apátrida, cometiere alguno de los 

actos referidos en el Artículo 1 Oº incisos a) y c), se revocará la condición de 

persona apátrida. 
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Artículo 14º - Una vez adoptada decisión definitiva sobre la cancelación o 

revocación de la condición de persona apátrida y la persona no califique para 

adquirir otra condición migratoria común, podrá decretarse su expulsión. 

La resolución de expulsión será adoptada por el Ministerio del Interior. La orden 

de expulsión no se ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva. 

CAPÍTULO V 

DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 15º - La condición de persona apátrida cesará, cuando tenga lugar 

alguno de los hechos siguientes: 

A) Que la persona apátrida sea reconocida como nacional suyo por otro 

Estado, conforme a su legislación. En este supuesto, la persona cesada en su 

condición de apátrida podrá continuar residiendo en el país, de acuerdo a los 

criterios de la legislación migratoria vigente. 

B) Que la persona apátrida haya obtenido la ciudadanía legal en el país, de 

acuerdo a lo establecido en el Artículo 75 y siguientes de la Constitución de la 

República. 

Las personas apátridas gozarán de facilidades para obtener la ciudadanía 

legal, de acuerdo con las siguientes pautas que reconocen la condición 

particular en la que se encuentran: 

1) Una vez que la Comisión de Refugiados hubiera reconocido su 

condición de persona apátrida, el solicitante quedará eximido de probar su 

nacionalidad a través de un pasaporte nacional vigente, así como de acreditar 

su ingreso legal al país, si éste hubiera ocurrido en infracción a la legislación 

migratoria; 

2) No se exigirá a la persona apátrida presentar la partida de nacimiento de 

su país de origen u otra documentación expedida por autoridades extranjeras, 

cuando existiera una imposibilidad manifiesta. 

3) Podrá eximirse a la persona apátrida de legalizar o apostillar la 

documentación expedida por autoridades extranjeras. 

TÍTULO 11 

CAPITULO 1 
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DE LOS DEBERES Y DERECHOS DE LA PERSONA APÁTRIDA, DE LOS 

DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE, DEL CAMBIO DE CONDICIÓN 

MIGRATORIA Y DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 

Artículo 16º - Toda persona apátrida y solicitante de reconocimiento de la 

condición de apátrida debe respetar el orden jurídico de la República y estará 

sujeta a las disposiciones de esta ley y de la Convención sobre el Estatuto 

de los Apátridas de 1954. 

Artículo 17° - El Estado garantizará a las personas apátridas y solicitantes de 

la condición de persona apátrida, el goce y el ejercicio de los derechos 

civiles, económicos, sociales, culturales y todos los demás derechos 

inherentes a la persona humana, reconocidos a los habitantes de la República 

en su normativa interna así como en los instrumentos internacionales de 

derechos humanos suscritos por el Estado. 

CAPÍTULO 11 

DE LOS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE 

Artículo 18º - Todo solicitante de reconocimiento de la condición de apátrida 

tiene derecho a que se le provea de un documento de identidad provisorio 

expedido por la Dirección Nacional de Identificación Civil del Ministerio del 

Interior, hasta que recaiga resolución definitiva sobre su solicitud. 

Una vez reconocida la condición de persona apátrida, dicho documento será 

sustituido por el documento de identidad otorgado a los residentes 

permanentes. 

En ambos casos la Dirección Nacional de Identificación Civil expedirá el 

documento de identidad con la sola presentación del Certificado de Llegada 

que otorga la Dirección Nacional de Migración. 

Los miembros del grupo familiar que posean una nacionalidad extranjera 

tendrán derecho a obtener residencia legal en el país y la expedición de un 

documento de identidad. 

Artículo 19º - Toda persona apátrida tiene derecho a que se le provea del 

documento de viaje previsto por el Artículo 28 y el anexo de la Convención 

sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954, el cual contendrá las 
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características de seguridad de la Organización de Aviación Civil 

1 nternacional. 

El documento de viaje tendrá validez por el término de un año a contar de 

la fecha de su expedición y podrá ser renovado de acuerdo a la normativa 

vigente. Las autoridades diplomáticas o consulares prorrogarán el documento 

de viaje cuando proceda, pudiendo igualmente expedir un salvoconducto que 

permita el pronto retorno de la persona apátrida al territorio. El Ministerio de 

Relaciones Exteriores será la autoridad encargada de su expedición. 

Artículo 20° - Los procedimientos de determinación de la apatridia y los trámites 

migratorios serán gratuitos para la persona apátrida, la solicitante del 

reconocimiento de tal condición, y los miembros de su grupo familiar. 

Podrá exigirse a las personas apátridas que no se encuentren en situación de 

pobreza, el pago de las tasas, derechos o impuestos para la obtención de la 

documentación de identidad y viaje, u otros servicios análogos. 

CAPÍTULO 111 

DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 

Artículo 21° - Cuando la persona apátrida o el solicitante de tal condición 

requiera de ayuda de autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir, 

las autoridades administrativas dispondrán lo necesario para proporcionarle 

tal ayuda. 

Las autoridades públicas facilitarán los mecanismos pertinentes para la 

aplicación de este criterio en todos los procedimientos e instancias en las que 

un solicitante de la condición de persona apátrida o una persona apátrida 

debiese acreditar un supuesto de hecho o de derecho, a cuyo fin precisara 

normalmente contactar a las autoridades de su país de origen. 

TÍTULO 111 

DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES EN MATERIA DE PERSONAS 

APÁTRIDAS, 

SUS FUNCIONES Y COMETIDOS 

CAPÍTULO 1 

ÓRGANO COMPETENTE EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 
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Artículo 22º - La Comisión de Refugiados creada por la Ley Nº 18.076, de 19 

de diciembre de 2006, es el órgano competente en materia de personas 

apátridas, rigiéndose en lo no regulado expresamente por la presente ley, en 

cuanto a su integración y funcionamiento, por las disposiciones de la Ley Nº 

18.076. 

CAPÍTULO 11 

COMPETENCIAS Y COMETIDOS DE LA COMISIÓN DE REFUGIADOS 

EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 

Artículo 23° - Compete a la Comisión de Refugiados: 

A) Identificar y determinar la calidad de apátrida, sobre la base de las 

disposiciones contenidas en la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas 

de 1954, esta ley y otras fuentes del Derecho Internacional y Nacional en 

materia de personas apátridas. 

B) Resolver todas las cuestiones relativas a la inclusión y exclusión, así como 

aquellas relativas a la cesación, cancelación y revocación del estatuto de 

persona apátrida. 

C) Resolver sobre las solicitudes de reunificación familiar y de reasentamiento 

de personas apátridas en el país. 

D) Velar para que la persona apátrida disfrute efectivamente de sus derechos, 

promoviendo su acceso efectivo a programas públicos de asistencia social, 

económica y cultural. 

E) Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para 

las personas apátridas. A tales efectos, planificará, promoverá y coordinará 

políticas públicas en vinculación con instituciones públicas o privadas, de 

carácter nacional, extranjera o internacional. 

CAPÍTULO 111 

DE LA SECRETARÍA PERMANENTE DE LA COMISIÓN DE REFUGIADOS EN 

CUANTO A SU COMPETENCIA EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 

Artículo 24º - La Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados del 

Artículo 30 de la Ley 18.076, de 19 de diciembre de 2006, asistirá a la 
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Comisión en lo relativo a la instrucción de los expedientes en que ésta deba 

conocer y demás funciones asignadas por la Ley 18.076 y la presente Ley. 

TÍTULO IV 

DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA CONDICIÓN DE 

PERSONA APÁTRIDA 

CAPÍTULO 1 

DE LA SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE LA CONDICIÓN DE 

PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 25° - La solicitud de reconocimiento de la condición de persona 

apátrida deberá presentarse por el interesado o su representante legal, en 

forma verbal o escrita ante la Secretaría Permanente de la Comisión de 

Refugiados, ante cualquier autoridad nacional, departamental o ante el 

representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados con sede en el país o su agencia implementadora. 

Si la solicitud fuera verbal, se dejará constancia por escrito del contenido 

esencial de lo expresado por el solicitante. La solicitud deberá contener, al 

menos, los nombres y apellidos del solicitante y su familia, procedencia y toda 

otra condición relevante, como el país de residencia habitual, fechas de 

nacimiento, datos de filiación y documentación que posea. 

Artículo 26º - La autoridad que reciba la solicitud deberá remitirla sin demora a 

la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, dentro del plazo 

máximo de veinticuatro horas de su recepción. 

La comunicación podrá ser dirigida por cualquier vía de comunicación idónea y 

expedita. 

CAPÍTULO 11 

DEL PROCEDIMIENTO Y RESOLUCIÓN DE LA SOLICITUD 

Artículo 27° - La Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados dará 

trámite a la solicitud, procediendo a su registro. 

Informará al solicitante del procedimiento para la determinación de la condición 

de persona apátrida, sus derechos y obligaciones en un idioma que pueda 
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entender y dejará constancia del domicilio constituido por el solicitante a 

efectos de ser notificado de las resoluciones que oportunamente se produzcan. 

En particular, se le informará que tiene derecho a solicitar protección 

internacional como refugiado en los términos de la Ley Nº 18.076. 

Se entrevistará personalmente al solicitante y recibirán las pruebas 

documentales y de otro tipo que pueda producir en apoyo de su solicitud. 

Se realizaran las consultas sobre la posesión de nacionalidad a los Estados 

con los cuales el solicitante pudiera tener vínculos por nacimiento, 

ascendencia, residencia o matrimonio. Las consultas a las misiones 

diplomáticas, oficinas consulares u otras representaciones acreditadas ante la 

República Oriental del Uruguay, serán realizadas por el Ministerio de 

Relaciones Exteriores a solicitud de la Secretaría Permanente de la Comisión 

de Refugiados. 

Al solicitante que así lo requiera y necesite cuando no comprenda el idioma 

nacional, se le facilitarán los servicios de un intérprete para asistirle en las 

entrevistas. 

Artículo 28º - Los organismos públicos proporcionarán en forma urgente la 

información y documentación que solicite la Secretaría Permanente de la 

Comisión de Refugiados en el marco de un procedimiento de determinación de 

la condición de apátrida. 

Artículo 29º - Será admisible todo tipo de prueba en el procedimiento, sin 

embargo, su producción quedará sujeta a que la Comisión de Refugiados las 

considere relevantes en las circunstancias del caso. La Secretaría Permanente 

de la Comisión de Refugiados instruirá el expediente de oficio, produciendo 

todas las pruebas que se consideran pertinentes para determinar el mérito de 

la solicitud, en especial aquellas relativas a la forma en que las autoridades 

competentes extranjeras interpretan y aplican su derecho de nacionalidad. 

La persona solicitante debe cooperar con la Secretaría para determinar los 

hechos que justifican su solicitud y presentar todas las pruebas que tuviera en 

su poder o pudiera razonablemente obtener. 

Artículo 30º - La Comisión de Refugiados evaluará la totalidad de los 

antecedentes disponibles y en caso de duda respecto a aquellos aspectos que 

no puedan ser debidamente acreditados, aplicarán el principio del beneficio de 
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la duda a favor del solicitante, siempre que hubiera cumplido con su deber de 

cooperación a los efectos de establecer los hechos que alega. 

Artículo 31 ° - La instrucción del asunto no podrá superar el plazo de ciento 

ochenta días contados a partir de la presentación de la solicitud ante la 

Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados. Se podrá prorrogar por 

igual plazo, mediante resolución fundada. 

Concluida la misma, la Secretaría Permanente elevará a la Comisión de 

Refugiados un informe circunstanciado y sus conclusiones, debidamente 

fundadas. Sin perjuicio de ello, la Comisión de Refugiados tendrá acceso a 

todas las actuaciones realizadas. 

Artículo 32º - La Comisión de Refugiados adoptará resolución debidamente 

fundada dentro de un plazo no mayor a noventa días de recibido el informe de 

la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, por mayoría de 

miembros presentes, requiriéndose un mínimo de tres votos favorables. En 

caso de empate el Presidente de la Comisión de Refugiados tendrá doble voto. 

Artículo 33° - La resolución que reconozca, rechace, cancele, cese o revoque la 

condición de persona apátrida será notificada en forma personal al solicitante o 

en el domicilio que haya constituido a esos efectos, o a través de cualquier otro 

medio idóneo que proporcione certeza en cuanto a la efectiva realización de la 

diligencia. 

Artículo 34° - Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a solicitar y a que se 

reconozca su condición de persona apátrida por derecho propio y con 

independencia de su edad. 

Cuando la solicitud sea realizada por un niño, niña o adolescente no 

acompañado o separado de su familia, se debe comunicar en forma inmediata 

al Juzgado competente así como a la autoridad nacional en materia de infancia. 

En toda actuación es obligatoria la presencia de asistencia letrada . 

En caso de duda sobre la edad de la persona se estará a su declaración 

mientras no mediaren estudios técnicos y la correspondiente determinación por 

parte de autoridades competentes. 

Deberá prevalecer la defensa del interés superior del niño, niña o adolescente 

a lo largo de todas las instancias del procedimiento. Todas las decisiones que 
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se adopten en el mismo deberán tomarse considerando su madurez y 

desarrollo intelectual. 

Artículo 35º - Todas las personas deberán ser entrevistadas individualmente y 

se ofrecerá la posibilidad de elegir el sexo de su entrevistador e intérprete. 

Artículo 36º - En cualquier etapa del procedimiento, la Comisión de Refugiados 

tramitará la solicitud con arreglo a la normativa en materia de refugio, si la 

persona solicita el reconocimiento de esa condición, o la Secretaria 

Permanente de la Comisión Refugiados considerase que pudiese calificar 

como refugiado y la persona consiente por escrito. En este caso se aplicará el 

principio de confidencialidad y demás principios en la materia. 

La Comisión Refugiados evaluará si la persona califica como refugiada, 

apátrida o ambas condiciones, o ninguna. 

CAPÍTULO 111 

DE LOS RECURSOS 

Artículo 37° - Las resoluciones adoptadas por la Comisión de Refugiados serán 

pasibles de impugnación por el régimen de recursos y acción de nulidad, 

previstos en los Artículos 317 a 319 de la Constitución de la República y demás 

disposiciones legales concordantes, en lo que fuere pertinente. 

La interposición de los recursos tendrá efecto suspensivo sobre la resolución 

impugnada. 

TÍTULO V 

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 38º - En la materia regulada por la presente ley se aplicará 

directamente el Derecho Internacional, especialmente el relativo al Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario, 

las normas contenidas en la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 

1954 y las Normas, Tratados y Convenciones ratificados por la República 

Oriental del Uruguay o Declaraciones de organismos internacionales de los 

cuales el país forma parte y a las cuales ha adherido. 
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Artículo 39° - El Estado podrá solicitar la cooperación y asistencia técnica del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y de la 

comunidad internacional para la asistencia directa de las personas apátridas. 

Artículo 40° - En la interpretación de cada uno de los elementos del concepto 

de persona apátrida y en su protección y asistencia, se aplicará una 

perspectiva sensible al género, a la edad, a la diversidad u otras condiciones 

especiales de vulnerabilidad. 
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RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN AL APÁTRIDA

Se establecen normas

I n f o r m e

Al Senado:

La Comisión de Asuntos Internacionales trae para la aprobación del
cuerpo, el Mensaje y proyecto de Ley enviado por Poder Ejecutivo, mediante el
cual se aprueba la ley de Reconocimiento y Protección al Apátrida.

Dicho proyecto, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 85
numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de la República, fue enviado a
la Asamblea General como mensaje del Poder Ejecutivo el 9 de octubre de
2017, ingresando a la Cámara de Representantes el 17 de octubre de 2017,
que lo sanciona el 5 de setiembre de 2018.

En la exposición de motivos, el Poder Ejecutivo define como apátrida a
aquella persona que no es reconocida como nacional por ningún Estado y que
con frecuencia no puede acceder a derechos fundamentales, no tiene
documentación de identidad, ni documentos de viajes, es decir que no puede
desarrollar libremente sus planes de vida en condiciones de igualdad con otras
personas que si poseen la protección de un estado por ser su nacional.

Según datos de la Organización de Naciones Unidas actualmente hay en
el mundo 10 millones de personas apátridas y cada 10 minutos nace un niño
apátrida, siendo nuestro continente una de las principales regiones que posee
personas en dichas condiciones.

La problemática de las personas apátridas ha resurgido como problema
de Derecho Internacional a partir de finales de la guerra fría. En ese sentido, el
desmembramiento de los Estados federados y el surgimiento de Estados
nuevos han generado en Europa y África un problema severo.
Uruguay ha ratificado la Convención para reducir los Casos de Apátrida,
suscrita en Nueva York el 30 de agosto de 1961, a través de la Ley Nº 17.349
de 15 de junio de 2001. Por su parte, a través de la Ley No. 17.722 de 24 de
diciembre de 2003 se aprueba la adhesión de la República a la Convención
sobre el Estatuto de los Apátridas que fuera adoptada en Nueva York, Estados
Unidos de América, el 28 de setiembre de 1964.

En el marco de la conmemoración del 60º Aniversario de la Convención
sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y el 50º Aniversario de la
Convención para reducir los Casos de apatridia (1961), que tuvo lugar en
Ginebra, Suiza en diciembre de 2011, Uruguay anunció el compromiso de
contar con un procedimiento de determinación formal de la condición de
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apátrida que conceda a las personas reconocidas como tales un estatuto
consistente con los estándares internacionales.

Se considera de vital importancia que los Estados identifiquen a estas
personas en sus territorios, de manera que puedan disfrutar de los derechos
humanos básicos, permitiéndoles vivir con dignidad hasta que puedan resolver
su situación mediante la adquisición de una nacionalidad.

En función de ello, el objetivo del presente proyecto de ley de
Reconocimiento y Protección al Apátrida, consiste en regularizar y mejorar la
condición de los apátridas, asegurando el libre ejercicio de sus derechos y
libertades fundamentales conforme lo establece la Carta de las Naciones
Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos, al igual que todas las
personas sin distinciones. Cabe consignar que el mismo es el resultado de la
labor de la Comisión de Refugiados, creada por la Ley No. 18.076, de 19 de
diciembre de 2006, contando con el asesoramiento de la Delegación Regional
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR).
Finalmente, vale recordar que la República ratificó la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, aprobada en la
Conferencia de Plenipotenciarios celebrada en Ginebra el 28 de julio de 1951,
mediante la Ley Nº 13.777, de 17 de octubre de 1969 y sancionó asimismo la
Ley Nº 18.076 sobre Refugiados. Ambos instrumentos íntimamente
relacionados con las Convenciones Internacionales en materia de apátrida,
dado que la Convención de Refugiados regula el caso de los apátridas cuanto
estos tengan la calidad de refugiados. Considerando la necesidad de
regularizar la condición de aquellos apátridas a los que la Convención de
Refugiados no alcanza, justifica la necesidad de la adopción del presente
proyecto de ley de reconocimiento y protección al apátrida.

En cuanto a la estructura del proyecto, como aspecto más relevante se
señala que se divide en cinco títulos y consta de cuarenta artículos.

• Título primero. Refiere a la definición de la persona apátrida; el principio

de la unidad familiar; el principio de no rechazo en frontera y de no

devolución; la expulsión de las personas no elegibles para la protección,

la cancelación, la revocación y el cese de la condición de persona

apátrida.

• Título segundo. Refiere a los deberes y derechos de la persona apátrida,

los documentos de identidad y de viaje, cambio de condición migratoria y

asistencia administrativa.

• Título tercero. Hace alusión a los órganos competentes en materia de

personas apátridas, sus funciones y cometidos.

• Título cuarto.  Regula el procedimiento para la determinación de la

condición de persona apátrida
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• Título quinto. Consagra disposiciones finales. Establece normativa

aplicable y posibilidad del Estado de solicitar cooperación y asistencia

técnica del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los

Refugiados y de la comunidad internacional para la asistencia directa de

las personas apátridas. Establece elementos de interpretación.

En función de los motivos expuestos, esta Comisión aconseja al Cuerpo, la
aprobación del proyecto de ley que fuera remitido por el Poder Ejecutivo el 9 de
octubre de 2017 y que fuera sancionado por la Cámara de Representantes el 5
de setiembre de 2018.

Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2017

MÓNICA XAVIER
Miembro Informante

VERÓNICA ALONSO

CARLOS BARÁIBAR

GRACIELA GARCÍA

JORGE LARRAÑAGA

CONSTANZA MOREIRA

MARCOS OTHEGUY

CONRADO RAMOS

JORGE SARAVIA
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DISPOSICIONES CITADAS 





Constitución de la República

SECCION III

DE LA CIUDADANIA Y DEL SUFRAGIO

CAPITULO I

Artículo 75.- Tienen derecho a la ciudadanía legal:

A) Los hombres y las mujeres extranjeros de buena conducta, con familia

constituida en la República, que poseyendo algún capital en giro o propiedad

en el país, o profesando alguna ciencia, arte o industria, tengan tres años de

residencia habitual en la República.

B) Los hombres y las mujeres extranjeros de buena conducta, sin familia

constituida en la República, que tengan alguna de las cualidades del inciso

anterior y cinco años de residencia habitual en el país.

C) Los hombres y las mujeres extranjeros que obtengan gracia especial de la

Asamblea General por servicios notables o méritos relevantes.

La prueba de la residencia deberá fundarse indispensablemente en instrumento
público o privado de fecha comprobada.

Los derechos inherentes a la ciudadanía legal no podrán ser ejercidos por los
extranjeros comprendidos en los incisos A) y B) hasta tres años después del
otorgamiento de la respectiva carta.

La existencia de cualesquiera de las causales de suspensión a que se refiere
el artículo 80, obstará al otorgamiento de la carta de ciudadanía.

SECCION XVII

DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

CAPITULO IV

Artículo 317.- Los actos administrativos pueden ser impugnados con el recurso
de revocación, ante la misma autoridad que los haya cumplido, dentro del término de
diez días, a contar del día siguiente de su notificación personal, si correspondiere, o de
su publicación en el "Diario Oficial".

Cuando el acto administrativo haya sido cumplido por una autoridad sometida a
jerarquías, podrá ser impugnado, además, con el recurso jerárquico, el que deberá
interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria, al recurso de revocación.
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Cuando el acto administrativo provenga de una autoridad que según su estatuto
jurídico esté sometida a tutela administrativa, podrá ser impugnado por las mismas
causas de nulidad previstas en el artículo 309, mediante recurso de anulación para ante
el Poder Ejecutivo, el que deberá interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al
recurso de revocación.

Cuando el acto emane de un órgano de los Gobiernos Departamentales, se
podrá impugnar con los recursos de reposición y apelación en la forma que determine
la ley.

Artículo 318.- Toda autoridad administrativa está obligada a decidir sobre
cualquier petición que le formule el titular de un interés legítimo en la ejecución de un
determinado acto administrativo, y a resolver los recursos administrativos que se
interpongan contra sus decisiones, previos los trámites que correspondan para la debida
instrucción del asunto, dentro del término de ciento veinte días, a contar de la fecha de
cumplimiento del último acto que ordene la ley o el reglamento aplicable.

Se entenderá desechada la petición o rechazado el recurso administrativo, si la
autoridad no resolviera dentro del término indicado.

Artículo 319.- La acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso
Administrativo, no podrá ejercitarse si antes no se ha agotado la vía administrativa,
mediante los recursos correspondientes. La acción de nulidad deberá interponerse, so
pena de caducidad, dentro de los términos que en cada caso determine la ley.
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Código del Proceso Penal

LIBRO IV
PROCESOS ESPECIALES

TÍTULO I
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN

CAPÍTULO I
RÉGIMEN

Artículo 329. (Normas aplicables).-

329.1 El proceso de extradición se regirá por las normas de los tratados o
convenciones internacionales ratificados por la República que se encuentren vigentes.

329.2 En relación con los crímenes y delitos tipificados por la Ley N° 18.026, de 25
de setiembre de 2006 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el proceso
de extradición y de entrega de sospechosos se regirá, además, por lo establecido por
dichas normas.

329.3 En defecto o insuficiencia de los instrumentos mencionados, se aplicarán las
siguientes disposiciones.

Artículo 330. (Procedencia de la extradición).-

330.1 Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales competentes de la
República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional para
ser sometida a proceso, concluir un proceso ya iniciado o cumplir la pena privativa de
libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente, con arreglo a las
disposiciones contenidas en el presente Título.

330.2 Para que proceda la extradición es necesario que el Estado requirente tenga
jurisdicción para conocer en el delito en que funda su solicitud, haya sido o no cometido
en dicho Estado.

Artículo 331. (Improcedencia de la extradición).- La extradición no procede cuando:

a) el requerido haya cumplido la pena correspondiente al delito que motiva el pedido,
o cuando de cualquier manera se hubiere extinguido la pretensión punitiva del
Estado con anterioridad a la solicitud;

b) estén prescriptos el delito, el ejercicio de la acción penal o la pena impuesta,
según la legislación nacional o la del Estado requirente;

c) el reclamado haya sido juzgado o condenado o vaya a ser juzgado en un tribunal
de excepción o ad-hoc en el Estado requirente;

d) se trate de delitos políticos o delitos comunes conexos con delitos políticos, o
delitos comunes cuya represión obedezca a motivos políticos. No serán
considerados como delitos políticos el genocidio, los crímenes de lesa
humanidad, los crímenes de guerra ni los actos de terrorismo;
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e) de las circunstancias del caso pueda inferirse que media propósito persecutorio
por consideraciones discriminatorias de raza, religión, nacionalidad o que la
situación de la persona pueda verse agravada por algún otro motivo análogo;

f) la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista como
delito en ambas legislaciones. Para dicha comprobación, no se atenderá a la
denominación de los ilícitos, sino a la semejanza de las respectivas descripciones
típicas;

g) la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad o cuando la pena
que aún le resta por cumplir, sea inferior a seis meses;

h) la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado requirente no  brindase
seguridades de que el caso se reabrirá para oír al condenado, permitirle el
ejercicio del derecho de defensa y dictar, en consecuencia, una nueva resolución;

i) la persona reclamada hubiese sido inimputable por razón de edad al tiempo de la
comisión del hecho o de los hechos por los cuales se reclama.

Fuente: Ley N° 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 27 

Artículo 332. (Pena de muerte y prisión perpetua).- En ningún caso se autorizará la
entrega cuando la pena a aplicarse por el Estado requirente, sea la pena de muerte o la
prisión perpetua.

Artículo 333. (Nacionalidad).- La nacionalidad de la persona reclamada, no impedirá
la sustanciación del pedido de extradición y en su caso, la entrega.

CAPÍTULO II
SOLICITUD

Artículo 334. (Forma de la solicitud).- La solicitud de extradición será formulada ante
el Ministerio de Relaciones Exteriores por el representante del Estado requirente, o
directamente de Gobierno a Gobierno, y deberá ser acompañada de la documentación
requerida por este Código.

Artículo 335. (Rechazo excepcional por el Poder Ejecutivo).- El Poder Ejecutivo
podrá rechazar solicitudes de extradición, en casos extraordinarios en los que medien
razones fundadas para estimar que de su cumplimiento o su mero diligenciamiento,
puedan resultar consecuencias seriamente perjudiciales para el orden y la tranquilidad
interna de la República, o para el normal desenvolvimiento de sus relaciones
internacionales. También podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya
legislación y/o prácticas en la materia, no guarden razonable similitud con las del Estado
uruguayo.

Artículo 336. (Documentación requerida).- La solicitud de extradición deberá ser
acompañada de los siguientes documentos, debidamente traducidos:
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a) si se trata de un imputado, copia auténtica del auto de sujeción a proceso o del
auto que disponga la privación de libertad, así como copia de las piezas
procesales en que se funda la resolución. Tratándose de un condenado, deberá
acompañarse copia auténtica de la sentencia de condena;

b) una relación de los hechos atribuidos a la persona reclamada, con indicación del
tiempo y lugar de comisión, su calificación jurídica y los elementos de prueba
correspondientes;

c) transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a la jurisdicción del
tribunal, a la descripción típica, las circunstancias alteratorias, la prescripción del
delito y de la pena, clase y monto de la pena conminada, sistema de aplicación de
la misma y normas procesales que autorizan el arresto;

d) toda información que permita la identificación del reclamado, incluso fotografías,
ficha dactiloscópica y mención de su probable domicilio o paradero en el territorio
nacional.

Artículo 337. (Solicitud por más de un Estado).-

337.1 Cuando la extradición de una persona se pida por diferentes Estados por un
mismo delito, el órgano jurisdiccional competente dará preferencia a la solicitud del
Estado que haya prevenido en el conocimiento de aquel.

337.2 Si se tratare de hechos diferentes, dará preferencia al pedido formulado por el
delito más grave y si se los reputara de igual gravedad, la preferencia será determinada
por la prioridad en el pedido.

CAPÍTULO III
ARRESTO PREVENTIVO

Artículo 338. (Norma general).-

338.1 En situaciones de urgencia, podrá solicitarse el arresto preventivo de la
persona reclamada vía Interpol, debiendo indicar el Estado requirente, la intención de
presentar un pedido formal de extradición y la existencia de una orden judicial de arresto
o de un fallo condenatorio.

338.2 El juez competente ordenará que la persona reclamada permanezca privada
de libertad o dispondrá en su caso una medida alternativa al arresto. También podrá
disponer la incautación de efectos o instrumentos del delito que el reclamado tenga en
su poder.

338.3 Efectivizada la detención del reclamado, la misma será comunicada al
Ministerio de Relaciones Exteriores el que a su vez lo pondrá inmediatamente en
conocimiento del Estado requirente.

338.4 El juez letrado interviniente deberá convocar a audiencia dentro de las
veinticuatro horas desde que se produjo la detención. En la misma, se intimará a la
persona detenida la designación de defensor bajo apercibimiento de designársele el
defensor público que por turno corresponda. De inmediato, se le tomará declaración a
los efectos de verificar su identidad y se le informará sobre los motivos invocados por el
Estado requirente para solicitar su entrega y sobre el procedimiento de extradición.
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Artículo 339. (Cese del arresto y plazo máximo de detención de la persona
requerida).-

339.1 Si dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la audiencia, el Estado
requirente no formaliza el pedido de extradición, el tribunal dispondrá el cese del arresto,
sin perjuicio de las medidas cautelares que pueda adoptar respecto de la persona
requerida y de sus bienes.

339.2 A partir del vencimiento de dicho plazo, si el pedido de extradición no se
presentara dentro de los quince días subsiguientes, el juez dispondrá la libertad
definitiva del requerido, el cese de las medidas cautelares dispuestas y el archivo del
expediente. Todo ello se dispondrá en audiencia y con intervención de las partes, de
acuerdo con las disposiciones establecidas en el Capítulo siguiente.

339.3 La persona requerida no podrá estar privada de libertad por un término superior
a los ciento veinte días, sin perjuicio de otras medidas cautelares.

Fuente: Ley N° 19.653, de 17 de agosto de 2018, artículo 17 

CAPÍTULO IV
PROCEDIMIENTO

Artículo 340. (Competencia del tribunal).-

340.1 Recibido el pedido de extradición, el Poder Ejecutivo con intervención de la
Autoridad Central, lo cursará a la Suprema Corte de Justicia para que esta lo envíe al
Juzgado Letrado en lo Penal de la Capital que por turno corresponda.

340.2 La fecha de la resolución judicial extranjera que ordena el pedido de
extradición, determina el turno de los tribunales uruguayos.

Artículo 341. (Representación del Estado requirente).-

341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente, el Estado requirente deberá
designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos en la matrícula nacional.
Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y constituirá domicilio dentro del
radio del tribunal.

341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal,
en interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad,
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales.

Fuente: Ley N° 19.653, de 17 de agosto de 2018, artículo 12 

Artículo 342. (Intervención del Ministerio Público).- En el proceso de extradición, el
Ministerio Publico actuará como dictaminante técnico, ejerciendo el contralor formal y
sustancial de los actos procesales, sin perjuicio de la facultad de pedir la postergación
de la entrega, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 347 de este Código.

Artículo 343. (Recepción del pedido de extradición).- Recibida la solicitud, si el
reclamado no estuviere privado de su libertad o sometido a medidas limitativas de la
libertad física, el juez ordenará su detención con las formalidades legales y la
incautación de efectos del delito, debiendo procederse de acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 338.4 de este Código.
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Artículo 344. (Procedimiento. Audiencia de debate).-

344.1 El tribunal convocará a audiencia de debate dentro de las cuarenta y ocho
horas contadas desde que el reclamado fue puesto a su disposición.

344.2 A la audiencia de debate deberán comparecer la persona requerida asistida de
defensor, el abogado del Estado requirente y el Ministerio Público.

344.3 El tribunal informará a la persona requerida sobre el contenido de la solicitud y
pondrá a disposición del defensor toda la documentación que hubiere acompañado la
solicitud formal de extradición, pudiendo disponer la prórroga de la audiencia por hasta
veinticuatro horas para que el defensor y la persona requerida puedan examinar los
fundamentos de la solicitud.

344.4 A continuación o retomada la audiencia, el tribunal solicitará a la persona
requerida que exprese su consentimiento al pedido de entrega o manifieste su
oposición.

344.5 Si la persona requerida manifestara su consentimiento para ser entregada al
Estado requirente, lo que podrá hacer en cualquier estado del proceso, el tribunal lo
resolverá sin más trámite.

344.6 La oposición al pedido de extradición podrá fundarse en las siguientes
excepciones, pudiendo el defensor ofrecer prueba:

a) no ser la persona reclamada;

b) vicios de procedimiento o defectos de forma de la solicitud de extradición o de la
documentación acompañada;

c) improcedencia del pedido.

344.7 El tribunal dará traslado inmediato de la oposición al abogado del Estado
requirente quien la evacuará en la audiencia y podrá ofrecer prueba. Luego, escuchará
al Ministerio Público y resolverá en la misma audiencia con arreglo a la ley más favorable
para el requerido.

De advertirse defectos formales que se indicarán con precisión, se dispondrá que se
subsanen en un plazo que no podrá superar los treinta días contados desde la fecha de
la audiencia, la cual se prorrogará al efecto.

344.8 Si no se subsanaren los defectos indicados en el plazo establecido, el tribunal
dispondrá el archivo del pedido de extradición y la libertad definitiva del requerido.

344.9 Si el pedido reuniera los requisitos formales necesarios o las deficiencias
fueran subsanadas, el juez dispondrá la prisión preventiva de la persona reclamada y el
diligenciamiento de la prueba que se hubiera ofrecido pudiendo rechazar la que
considere improcedente e impertinente. El juez podrá prorrogar la audiencia por un plazo
no mayor de diez días a los efectos de que se complete el diligenciamiento de la prueba
pendiente, aplicándose en lo pertinente lo establecido en el artículo 273 de este Código.

344.10 Previo al dictamen de sentencia se oirá a las partes y al Ministerio Público.

Fuente: Ley N° 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 28 
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Artículo 345. (Impugnación).-

345.1 La sentencia definitiva que admita o deniegue la extradición será apelable con
efecto suspensivo para ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por turno
corresponda.

345.2 La resolución del tribunal que homologue el consentimiento del reclamado a la
extradición no admite apelación.

Artículo 346. (Comunicación al Poder Ejecutivo).- La sentencia definitiva
ejecutoriada que declara procedente la extradición, será comunicada de inmediato al
Poder Ejecutivo, a fin de que este provea lo necesario para la entrega del reclamado al
Estado requirente.

Si en el plazo de treinta días, contados a partir de la fecha de la notificación, el Estado
requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en libertad
definitiva, pudiendo los tribunales nacionales denegar posteriormente la extradición por
los mismos hechos.

Artículo 347. (Postergación de la entrega).-

347.1 Si el requerido estuviera sometido a proceso penal en la República, su entrega
solo podrá ser diferida hasta la conclusión del mismo o la extinción de la condena
cuando la ley reprima el delito atribuido en esa causa con un mínimo de penitenciaría,
o cuando estime prima facie que la pena a recaer en definitiva tendrá esa naturaleza.

347.2 En los demás casos, se decretará la suspensión del proceso nacional,
debiendo procederse a la entrega inmediata del extraditado.

Artículo 348. (Cosa juzgada).- Negada la extradición de una persona, la misma no
podrá solicitarse nuevamente por el mismo delito, salvo que la negativa se fundara en
la insuficiencia o falta de documentación.

Artículo 349. (Principio de especialidad).- La persona extraditada no podrá ser
juzgada, ni condenada, ni cumplir pena en el Estado requirente, por otro u otros delitos
cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no comprendidos en este.

Artículo 350. (Descuento del tiempo de privación de libertad).- El tiempo que la

persona reclamada haya permanecido detenida en la República, deberá ser tenido en
cuenta en la sentencia definitiva del Estado requirente.
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Ley N° 18.076,

de 19 de diciembre de 2006

DERECHO AL REFUGIO Y A LOS REFUGIADOS

TÍTULO I

DEL REFUGIO Y LOS REFUGIADOS

CAPÍTULO I

DEFINICIÓN DE REFUGIO. CLÁUSULAS DE INCLUSIÓN

Artículo 1º. (Derecho al refugio).- Toda persona tiene derecho a solicitar y
recibir refugio en el territorio nacional, en salvaguarda de su vida, integridad física, moral
e intelectual, libertad y seguridad.

Artículo 2º. (Cláusula de inclusión).- Será reconocido como refugiado toda
persona que:

A) Debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de pertenencia a

determinado grupo étnico o social, género, raza, religión, nacionalidad, u opiniones

políticas se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o -a causa de

dichos temores- no quiera acogerse a la protección de tal país, o que careciendo

de nacionalidad y hallándose a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del

país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o -a causa de dichos

temores-, no quiera regresar a él.

B) Ha huido del país de su nacionalidad o careciendo de nacionalidad, ha huido del

país de residencia porque su vida, seguridad o libertad resultan amenazadas por

la violencia generalizada, la agresión u ocupación extranjera, el terrorismo, los

conflictos internos, la violación masiva de los Derechos Humanos o cualquier otra

circunstancia que haya perturbado gravemente el orden público.

CAPÍTULO II

CLÁUSULAS DE EXCLUSIÓN, NULIDAD Y REVOCACIÓN

Artículo 3º. (Cláusulas de no aplicabilidad).- No tendrán derecho a gozar de
la condición jurídica de refugiados en territorio uruguayo:

A) Los ciudadanos uruguayos.

49



B) Las personas que reciben protección o asistencia actual de un órgano u

organismo de la Organización de las Naciones Unidas, distinto del Alto

Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier motivo, sin

que la suerte de tales personas se haya solucionado definitivamente, con

arreglo a las resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea

General de las Naciones Unidas, dichas personas tendrán el derecho a los

beneficios del régimen establecido en el artículo 2º de la presente ley.

C) Las personas que gocen de la protección de las autoridades competentes

en el país en que han fijado residencia, en iguales condiciones que los

nacionales de ese país.

Artículo 4º. (Cláusulas de exclusión).- No tendrán derecho a gozar de la
condición jurídica de refugiado en territorio uruguayo; las personas respecto de las
cuales existen motivos fundados para considerar que:

A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra

la humanidad, tal como se hayan definidos por el derecho internacional.

B) Han cometido un grave delito común, en consonancia con los principios de

derecho universalmente aceptados; fuera del territorio nacional y antes de

ser admitidas en él como refugiados.

C) Se han hecho culpables de actos contrarios a los propósitos y principios de

la Organización de las Naciones Unidas.

Artículo 5º. (Nulidad y revocación).- Cuando a posteriori del reconocimiento de
la condición jurídica de refugiado, se constate fehacientemente la falsedad de los
fundamentos invocados para el reconocimiento de la condición de refugiado, o que la
persona se hallaba comprendida en alguna de las situaciones previstas en el artículo 4º
de la presente ley, cesará la condición de refugiado por la nulidad absoluta del
reconocimiento oportunamente otorgado, el cual será revocado de inmediato,
declarándose nulo.

De comprobarse fehacientemente que una persona, luego de haber obtenido el estatuto
de refugiado, se ha hecho partícipe de algunos de los actos referidos en los literales A)
y C) del artículo 4º, se revocará su condición de refugiado.

Con excepción de los casos en que resulte procedente la extradición, el Ministerio del
Interior podrá decretar la expulsión del citado extranjero en un plazo no menor de treinta
días. La orden de expulsión no se ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva.
La expulsión decretada determina la inhabilitación para el reingreso al país por un plazo
de dos años.
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CAPÍTULO III

PÉRDIDA DE LA CALIDAD DE REFUGIADOS

Artículo 6º. (Cláusulas de cesación).- Cesa la condición de refugiado en los
siguientes casos:

A) Si el refugiado se ha acogido voluntariamente a la protección del país de

su nacionalidad.

B) Si habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente.

C) Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección de

dicho país.

D) Si voluntariamente se ha establecido en el país que había abandonado o

fuera del cual había permanecido por temor a ser perseguido.

E) Por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue

reconocido como refugiado.

F) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y habiendo

desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida

como refugiada, está en condiciones de regresar al país donde tenía su

residencia habitual.

G) Si ha obtenido la ciudadanía legal uruguaya (literales A), B) y C)

del artículo 75 de la Constitución de la República).

Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán a los refugiados que
puedan invocar, para negarse a acogerse a la protección del país de su nacionalidad,
razones imperiosas derivadas de una persecución anterior.

CAPÍTULO IV

RÉGIMEN DE EXPULSIÓN

Artículo 7º. (Permanencia en el país).- En los casos de cesación o denegación
de la condición jurídica de refugiado, el extranjero podrá optar por permanecer en el
territorio nacional, en otra condición migratoria aplicable.

Artículo 8º. (Expulsión del solicitante de refugio denegado o refugiado
cesado).- En caso que el solicitante no haya sido reconocido como refugiado o al
refugiado se le hubiere aplicado una cláusula de cesación y no califique para adquirir
otra condición migratoria común, podrá decretarse su expulsión.

La resolución de expulsión será adoptada por el Ministerio del Interior y se
concederá un plazo no menor de treinta días, para que dicha persona abandone el país.
La orden de expulsión no se ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva.
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En caso de expulsión decretada regirá la inhabilitación establecida en el
inciso final del artículo 5º.

Artículo 9º. (Expulsión colectiva de refugiados).- Queda prohibida la
expulsión colectiva de refugiados.

CAPÍTULO V

PRINCIPIOS DEL REFUGIO

Artículo 10. (Principios).- Toda solicitud de refugio impone al Estado respetar
los siguientes principios:

A) No discriminación.

B) No rechazo en la frontera.

C) No devolución directa o indirecta al país donde su vida, integridad física,

moral e intelectual, libertad o seguridad estén en peligro.

D) No sanción por ingreso ilegal al país.

E) Interpretación y trato más favorable.

F) Confidencialidad.

Artículo 11. (No discriminación).- Ninguna autoridad estatal, institución, grupo
o individuo establecerá discriminación de especie alguna por motivo de pertenencia a
determinado grupo étnico o social, raza, género, religión, nacionalidad, ideología,
posición económica u opiniones políticas respecto a un solicitante de refugio o a un
refugiado.

Artículo 12. (No rechazo en frontera).- Todo funcionario público, en ejercicio
de funciones de control migratorio en un puesto fronterizo de carácter terrestre,
marítimo, fluvial o aéreo, se abstendrá de prohibir el ingreso condicional al territorio
nacional a toda persona que manifieste su intención de solicitar refugio. Esta disposición
se aplicará aun cuando el solicitante no posea la documentación exigible por las
disposiciones legales migratorias o ésta sea visiblemente fraudulenta o falsificada.

Artículo 13. (No devolución).- Toda autoridad pública se abstendrá de
devolver, expulsar, extraditar o aplicar cualquier otra medida que implique el retorno del
solicitante o refugiado a las fronteras del país donde su vida, integridad física, moral e
intelectual, libertad o seguridad estén en peligro.

Artículo 14. (No expulsión de refugiados o solicitantes de refugio).- Toda
autoridad pública se abstendrá de resolver la expulsión del territorio nacional de un
solicitante de refugio o refugiado, hasta tanto exista resolución denegatoria firme sobre
su caso. Si es necesario, la Comisión de Refugiados pedirá la asistencia del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados para reasentar al refugiado
en un tercer país.

52



La resolución que ordene la expulsión de un refugiado o solicitante de refugio
podrá adoptarse únicamente por razones fundadas de seguridad u orden público y
conforme a los procedimientos legales vigentes. Dicha resolución deberá ser notificada
personalmente al interesado, quien tendrá derecho a asistencia letrada y
podrá presentar los recursos previstos en el artículo 40 de la presente ley.

Artículo 15. (Ingreso ilegal).- El proceso administrativo o judicial tendiente a
imponer sanciones penales o administrativas y las medidas de restricción ambulatoria
aplicables que tengan su antecedente en el ingreso ilegal o fraudulento del solicitante al
territorio nacional, quedarán en suspenso por orden del Juez competente hasta que se
adopte resolución definitiva relativa a su solicitud de refugio. A quien se le haya
reconocido como refugiado no se le impondrán sanciones penales ni administrativas por
motivos que directa o indirectamente estén vinculados con el ingreso ilegal al país para
solicitar refugio.

Artículo 16. (Reglas de apreciación).- Los órganos competentes evaluarán la
totalidad de los antecedentes disponibles, aplicando el principio "pro hominis" a favor
del solicitante, respecto a aquellos aspectos que no puedan ser debidamente
acreditados.

Artículo 17. (Confidencialidad).- Los órganos creados por la presente ley y sus
integrantes, no podrán facilitar información alguna relativa a las personas solicitantes o
refugiadas. Toda la información que reciban de o sobre los solicitantes y refugiados es
confidencial. Solo podrá ser revelada por autorización expresa y escrita de la persona
interesada o por resolución fundada de la Justicia competente.

No se admitirá otra excepción que las establecidas en la presente ley.

Artículo 18. (Violación de confidencialidad).- El que por cualquier medio
facilitara alguna de las informaciones confidenciales a las que refiere el artículo anterior,
será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaría.

CAPÍTULO VI

DEBERES Y DERECHOS DEL REFUGIADO

Artículo 19. (Deberes).- Todo refugiado y solicitante de refugio debe respetar el
orden jurídico.

Artículo 20. (Derechos humanos).- El Estado debe garantizar a los refugiados
y solicitantes de refugio el goce y ejercicio de los derechos civiles, económicos, sociales,
culturales y todos los demás derechos inherentes a la persona humana reconocidos a
los habitantes de la República, en los instrumentos internacionales de derechos
humanos suscritos por el Estado, así como en su normativa interna.

Artículo 21. (Derecho a la reunificación familiar).- La reunificación familiar es
un derecho del refugiado. La condición de refugiado, a solicitud de éste, le será
reconocida al cónyuge, concubino e hijos, así como a cualquier otro pariente por
consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo grado, salvo que a su
respecto le sea aplicable una cláusula de exclusión o de cesación.

Artículo 22. (Derecho a intérprete y asistencia letrada).- Durante la
sustanciación del procedimiento de determinación, el solicitante de refugio tiene derecho
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a contar con un intérprete y a comparecer con asistencia letrada a todas las instancias
del procedimiento.

TÍTULO II

ÓRGANOS

CAPÍTULO I

ÓRGANOS COMPETENTES EN LA DETERMINACIÓN

Artículo 23. (Creación de la Comisión de Refugiados).- La determinación de
la condición jurídica de refugiado le compete a la Comisión de Refugiados (CORE) que
funcionará en el ámbito del Ministerio de Relaciones Exteriores, con la integración y
cometidos que regulan los artículos siguientes de la presente ley.

Artículo 24. (Integración).- La Comisión de Refugiados (CORE) estará
integrada por:

A) Un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, designado por

el Ministro.

B) Un representante de la Dirección Nacional de Migración, designado por el

Ministro del Interior.

C) Un representante de la Universidad de la República, designado por el

Consejo de la Facultad de Derecho entre los docentes de la Cátedra de

Derechos Humanos o disciplinas específicas.

D) Un representante del Poder Legislativo que será el Presidente de la

Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes o quien

sea designado por la propia Comisión de entre sus miembros.

E) Un representante de una organización no gubernamental, sin fines de

lucro, con competencia en la materia, designada por el Representante

Regional o Nacional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para

los Refugiados.

F) Un representante de una organización no gubernamental, sin fines de

lucro, cuyo objetivo y práctica esté centrada en los derechos humanos,

designada por la Asociación Nacional de Organizaciones No

Gubernamentales, o quien haga sus veces.

G) El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o su

representante, será siempre miembro invitado para las reuniones de la

Comisión de Refugiados, con derecho a voz pero sin voto.

Sin perjuicio de ello cada uno de los integrantes de la CORE será designado por
cada autoridad competente conjuntamente con su alterno respectivo.
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La Presidencia de la CORE será ejercida anualmente en forma rotativa entre los
representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Derechos
Humanos de la Cámara de Representantes.

Artículo 25. (Miembros honorarios).- Los miembros de la Comisión de
Refugiados serán honorarios.

Artículo 26. (Sede).- La Comisión de Refugiados funcionará en la sede del
Ministerio de Relaciones Exteriores, que le brindará apoyo material y funcional.

CAPÍTULO II

COMETIDOS Y FUNCIONAMIENTO

Artículo 27. (Quórum).- La Comisión de Refugiados sesionará con un quórum
mínimo de tres miembros con voz y voto.

Artículo 28. (Competencia).- Compete a la Comisión de Refugiados:

A) Reconocer o no la calidad de refugiado.

B) Aplicar las cláusulas de exclusión o cesación.

C) Anular o revocar el reconocimiento de la condición jurídica de refugiado.

D) Resolver sobre las solicitudes de reunificación familiar.

E) Resolver sobre las solicitudes de reasentamiento.

F) En general resolver en todos aquellos aspectos referidos a la condición de

refugiados.

Las resoluciones debidamente fundadas se adoptarán dentro de un plazo no
mayor a noventa días de recibido el informe de la Secretaría Permanente, por mayoría
de miembros presentes requiriéndose un mínimo de tres votos favorables. En caso de
empate el Presidente de la Comisión de Refugiados tendrá doble voto.

Artículo 29. (Cometidos).- Son cometidos de la Comisión de Refugiados:

A) Planificar, promover y coordinar políticas en materia de refugio,

relacionándose directamente, a tales efectos, con cualquier institución

pública o privada, nacional, internacional o extranjera, que fuese

pertinente.

B) Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para

los refugiados.
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C) Colaborar en la promoción de políticas educativas tendientes a difundir los

derechos y deberes de los refugiados.

D) Dictar y aprobar su reglamento Interno y el de la Secretaría Permanente.

CAPÍTULO III

SECRETARÍA PERMANENTE

Artículo 30. (Secretaría Permanente).- La Comisión de Refugiados integrará
una Secretaría Permanente de carácter honorario, compuesta por un representante de
la Dirección Nacional de Migración del Ministerio del Interior, un representante del
Ministerio de Relaciones Exteriores y un delegado de la agencia que representa en
Uruguay los intereses de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para
los Refugiados. Cada organismo integrante de la Secretaría Permanente designará el
titular y el alterno respectivo.

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o su
representante, será siempre miembro invitado para las reuniones de la Secretaría
Permanente, con derecho a voz pero sin voto.

Artículo 31. (Cometidos).- Son cometidos de la Secretaría Permanente
asesorar a la Comisión de Refugiados (CORE) para lo cual deberá:

A) Tomar conocimiento de toda solicitud de refugio que se presente ante

cualquier autoridad del Estado.

B) Sustanciar el procedimiento de examen de la situación del refugiado y sus

familiares.

C) Recibir en forma personal el testimonio del solicitante y todas las pruebas

que éste ofrezca.

D) Practicar las diligencias de confirmación y prueba que correspondan.

E)

Llevar un registro de los solicitantes y refugiados y elaborar y proporcionar

los datos estadísticos que le sean solicitados por las autoridades

competentes.

F) Producir informe circunstanciado a la CORE sobre cada caso que la misma

deba considerar.

G) Realizar todas las acciones tendientes al cumplimiento de su cometido.
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TÍTULO III

DEL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO I

SOLICITUD Y TRÁMITE

Artículo 32. (Solicitud).- La solicitud de refugio deberá presentarse en forma
verbal o escrita ante cualquier autoridad nacional, departamental o el representante del
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados con sede en el país o la
oficina encargada de representar sus intereses.

Si la solicitud fuera verbal, se dejará constancia por escrito del contenido esencial
de lo expresado por el solicitante.

La solicitud deberá contener, al menos, los nombres y apellidos del solicitante y
su familia, nacionalidad, procedencia y toda otra condición relevante.

Artículo 33. (Requisito de la solicitud).- La autoridad que reciba la solicitud
deberá remitirla sin demora a la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados,
dentro del plazo máximo de veinticuatro horas de su recepción, remitiendo
simultáneamente copia al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados.

La comunicación podrá ser dirigida en forma telegráfica, por fax o cualquier otra
vía de comunicación idónea.

Artículo 34. (Trámite de la solicitud).- La Secretaría Permanente dará trámite
a la solicitud.

La instrucción del asunto no podrá superar el plazo de noventa días contados a
partir de presentada dicha solicitud. Concluida la misma, elevará a la Comisión de
Refugiados (CORE) un informe sumario y sus conclusiones, debidamente fundadas. Sin
perjuicio de ello, la CORE tendrá acceso a todas las actuaciones realizadas.

Artículo 35. (Cooperación).- Los organismos públicos proporcionarán en forma
urgente la información y documentación que solicite la Secretaría Permanente.

Artículo 36. (Niños, niñas o adolescentes no acompañados).- Todo niño,
niña o adolescente tiene derecho a solicitar y a que se reconozca su condición de
refugiado, en forma independiente a las personas que ejercen su representación legal.

Cuando la solicitud sea realizada por un niño, niña o adolescente no
acompañado, la Secretaría Permanente le asegurará la designación de asistencia
letrada obligatoria dándole trámite en forma prioritaria. Asimismo, deberá comunicar el
hecho en forma inmediata al Juez de Familia quien adoptará las medidas pertinentes.
Es nula toda actuación que se hubiese realizado sin la presencia del defensor. En caso
de duda sobre la edad de la persona se estará a la declarada por ésta mientras no
mediaren estudios técnicos que establecieran otra edad.

Deberá prevalecer la defensa del interés superior del niño, niña o adolescente a
lo largo de todas las instancias del procedimiento. Todas las decisiones que sean
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adoptadas en el mismo deberán tomarse considerando el desarrollo mental y madurez
del niño, niña o adolescente.

Artículo 37. (Pasajeros clandestinos).- Deberá permitirse ingresar al territorio
uruguayo al pasajero clandestino que solicite el reconocimiento de la condición de
refugiado.

Artículo 38. (Mujeres solicitantes de refugio).- Aun cuando no fuesen las
solicitantes principales del reconocimiento de la condición de refugiado, las mujeres
deberán ser entrevistadas individualmente. La reglamentación atenderá las
características del procedimiento.

CAPÍTULO II

RESOLUCIÓN DEFINITIVA

Artículo 39. (Notificación).- La resolución que reconozca, rechace, anule,
revoque o establezca el cese de la condición de refugiado será notificada en forma
personal al solicitante y a la oficina que representa los intereses del Alto Comisionado
de las Naciones Unidas para los Refugiados, en un plazo máximo de tres días hábiles
de la forma en que determine la reglamentación.

CAPÍTULO III

DE LOS RECURSOS

Artículo 40. (Recursos).- Las resoluciones adoptadas por la Comisión de
Refugiados serán pasibles de impugnación por el régimen de recursos previstos en
los artículos 317 a 319 de la Constitución de la República y demás disposiciones
legales concordantes.

La interposición de los recursos tendrá efecto suspensivo sobre las resoluciones
de expulsión.

CAPÍTULO IV

EXTRADICIÓN Y REFUGIO

Artículo 41. (Extradición).- El reconocimiento definitivo de la condición de
refugiado configura la denegatoria automática al pedido de extradición o entrega de la
persona requerida.

Cuando los pedidos de extradición recaigan sobre solicitantes de refugio, será el
Juez de la causa quien en forma excepcional, previo informe de la Comisión de
Refugiados, adoptará resolución sobre la solicitud de refugio, antes de resolver sobre la
extradición. De la misma forma se procederá cuando la solicitud de refugio sea posterior
al pedido de extradición.
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TÍTULO IV

DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y VIAJE

FACILIDADES PROCESALES

Artículo 42. (Documento de identidad).- Todo solicitante de refugio tiene
derecho a que se le provea de un documento de identificación provisorio expedido por
la Dirección Nacional de Identificación Civil del Ministerio del Interior. Este documento
será válido hasta que recaiga resolución firme sobre la solicitud de refugio.

Una vez reconocida la condición jurídica de refugiado, dicho documento será
sustituido por el documento de identificación otorgado a los residentes.

Al refugiado se le expedirá el documento de identificación con la sola
presentación de la constancia que acredita su calidad de refugiado, expedida por la
Dirección Nacional de Migración. Dicho documento contendrá los datos filiatorios y la
fecha y lugar de nacimiento del interesado, salvo casos de excepción debidamente
fundados por el órgano emisor de la constancia.

Artículo 43. (Documento de viaje).- Todo refugiado tiene derecho a que se le
provea del documento de viaje previsto por el artículo 28 de la Convención de
1951, sobre el Estatuto de los Refugiados. El Ministerio de Relaciones Exteriores
será la autoridad nacional encargada de su expedición. La Oficina del Alto
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados cooperará en la
provisión de los citados documentos.

Artículo 44. (Plazo de validez del documento de viaje).- El documento de viaje
referido en el artículo anterior, tendrá validez por el término de dos años a contar de la
fecha de su expedición y podrá ser renovado por igual período mientras se mantenga la
condición jurídica de refugiado.

Artículo 45. (Facilidades procesales).- Las autoridades administrativas
dispondrán lo necesario para la obtención de la documentación que normalmente sería
expedida por su país de origen, nacionalidad o procedencia.

Las autoridades públicas facilitarán los mecanismos pertinentes para la
aplicación de este criterio en todos los procedimientos e instancias en las que un
solicitante de la condición de refugiado o un refugiado debiese acreditar un supuesto de
hecho o de derecho, a cuyo fin precisara normalmente contactar a las autoridades de
su país de origen.

TÍTULO V

COOPERACIÓN Y DERECHO INTERNACIONAL

CAPÍTULO I

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

Artículo 46. (Cooperación internacional).- El Estado podrá solicitar la
cooperación y asistencia técnica y financiera del Alto Comisionado de las Naciones
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Unidas para los Refugiados y de la comunidad internacional para la asistencia directa
de las personas refugiadas.

CAPÍTULO II

APLICACIÓN DIRECTA DEL DERECHO INTERNACIONAL

Artículo 47. (Aplicación).- En la materia regulada por la presente ley se aplicará
directamente el derecho internacional, especialmente el relativo al Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el
Derecho Internacional de los Refugiados, contenido en Normas, Tratados y
Convenciones ratificados por el Uruguay (artículo 168 numeral 20 y artículo 85
numeral 7º de la Constitución de la República) o Declaraciones de organismos
internacionales de los cuales el país forma parte y a las cuales ha adherido.

TÍTULO VI

DISPOSICIÓN GENERAL

Artículo 48. (Sujetos de la ley).- Los sustantivos y pronombres personales
utilizados en la presente ley serán interpretados de tal forma que abarquen tanto al varón
como a la mujer.
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Convención sobre el Estatuto de los Apátridas

(Aprobada por Ley N° 17.722, de 24 de diciembre de 2003)

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 1

Definición del término "apátrida"

1. A los efectos de la presente Convención, el término "apátrida" designará a toda
persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su
legislación.

2. Esta Convención no se aplicará:

i) A las personas que reciben actualmente protección o asistencia de un órgano u
organismo de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Refugiados, mientras estén recibiendo tal protección o asistencia;

ii) A las personas a quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado
su residencia reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de
la nacionalidad de tal país;

iii) A las personas respecto de las cuales haya razones fundadas para considerar:

a) Que han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra
la humanidad, definido en los instrumentos internacionales referentes a dichos
delitos;

b) Que han cometido un delito grave de índole no política fuera del país de su
residencia, antes de su admisión en dicho país;

c) Que son culpables de actos contrarios a los propósitos y principios de las
Naciones Unidas.

Artículo 2

Obligaciones generales

Todo apátrida tiene, respecto del país donde se encuentra, deberes, que en especial,
entrañan la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, así como las medidas
adoptadas para el mantenimiento del orden público.
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Artículo 3

Prohibición de la discriminación

Los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de esta Convención a los
apátridas, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de origen.

Artículo 4

Religión

Los Estados Contratantes otorgarán a los apátridas que se encuentren en su territorio
un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus nacionales en cuanto a la
libertad de practicar su religión y en cuanto a la libertad de instrucción religiosa a sus
hijos.

Artículo 5

Derechos otorgados independientemente de esta Convención

Ninguna disposición de esta Convención podrá interpretarse en menoscabo de
cualesquier derechos y beneficios otorgados por los Estados Contratantes a los
apátridas independientemente de esta Convención.

Artículo 6

La expresión "en las mismas circunstancias"

A los fines de esta Convención, la expresión "en las mismas circunstancias" significa
que el interesado ha de cumplir todos los requisitos que se le exigirían si no fuese
apátrida (y en particular los referentes a la duración y a las condiciones de estancia o
de residencia) para poder ejercer el derecho de que se trate, excepto los requisitos que,
por su naturaleza, no pueda cumplir un apátrida.

Artículo 7

Exención de reciprocidad

1. A reserva de las disposiciones más favorables previstas en esta Convención, todo
Estado Contratante otorgará a los apátridas el mismo trato que otorgue a los extranjeros
en general.

2. Después de un plazo de residencia de tres años, todos los apátridas disfrutarán, en
el territorio de los Estados Contratantes, de la exención de reciprocidad legislativa.

3. Todo Estado Contratante continuará otorgando a los apátridas los derechos y
beneficios que ya les correspondieren, aun cuando no existiera reciprocidad, en la fecha
de entrada en vigor de esta Convención para tal Estado.

4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de otorgar a
los apátridas, cuando no exista reciprocidad, derechos y beneficios más amplios que
aquellos que les correspondan en virtud de los párrafos 2 y 3, así como la posibilidad de
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hacer extensiva la exención de reciprocidad a los apátridas que no reúnan las
condiciones previstas en los párrafos 2 y 3.

5. Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 se aplicarán tanto a los derechos y beneficios
previstos en los artículos 13, 18, 19, 21 y 22 de esta Convención, como a los derechos
y beneficios no previstos en ella.

Artículo 8

Exención de medidas excepcionales

Con respecto a las medidas excepcionales que puedan adoptarse contra la persona, los
bienes o los intereses de nacionales o ex nacionales de un Estado extranjero, los
Estados Contratantes no aplicarán tales medidas a los apátridas únicamente por haber
tenido la nacionalidad de dicho Estado. Los Estados Contratantes que en virtud de sus
leyes no puedan aplicar el principio general expresado en este artículo, otorgarán, en
los casos adecuados, exenciones en favor de tales apátridas.

Artículo 9

Medidas provisionales

Ninguna disposición de la presente Convención impedirá que en tiempo de guerra o en
otras circunstancias graves y excepcionales, un Estado Contratante adopte
provisionalmente, respecto a determinada persona, las medidas que estime
indispensables para la seguridad nacional, hasta que tal Estado Contratante llegue a
determinar que tal persona es realmente un apátrida y que, en su caso, la continuación
de tales medidas es necesaria para la seguridad nacional.

Artículo 10

Continuidad de residencia

1. Cuando un apátrida haya sido deportado durante la segunda guerra mundial y
trasladado al territorio de un Estado Contratante, y resida en él, el período de tal estancia
forzada se considerará como de residencia legal en tal territorio.

2. Cuando un apátrida haya sido deportado del territorio de un Estado Contratante
durante la segunda guerra mundial, y haya regresado a él antes de la entrada en vigor
de la presente Convención, para establecer allí su residencia, el período que preceda y
siga a su deportación se considerará como un período ininterrumpido, en todos los
casos en que se requiera residencia ininterrumpida.

Artículo 11

Marinos apátridas

En el caso de los apátridas empleados regularmente como miembros de la tripulación
de una nave que enarbole pabellón de un Estado Contratante, tal Estado examinará con
benevolencia la posibilidad de autorizar a tales apátridas a establecerse en su territorio
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y de expedirles documentos de viaje o admitirlos temporalmente en su territorio, en
particular con el objeto de facilitar su establecimiento en otro país.

Capítulo II

Condición Jurídica

Artículo 12

Estatuto personal

1. El estatuto personal de todo apátrida se regirá por la ley del país de su domicilio o, a
falta de domicilio, por la ley del país de su residencia.

2. Los derechos anteriormente adquiridos por el apátrida que dependan del estatuto
personal, especialmente los que resultan del matrimonio, serán respetados por todo
Estado Contratante, siempre que se cumplan, de ser necesario, las formalidades que
exija la legislación de tal Estado, y siempre que el derecho de que se trate sea de los
que hubiera reconocido la legislación de tal Estado, si el interesado no se hubiera
convertido en apátrida.

Artículo 13

Bienes muebles e inmuebles

Los Estados Contratantes concederán a todo apátrida el trato más favorable posible y
en ningún caso menos favorable que el concedido generalmente a los extranjeros en
las mismas circunstancias, respecto a la adquisición de bienes muebles e inmuebles y
otros derechos conexos, arrendamientos y otros contratos relativos a bienes muebles e
inmuebles.

Artículo 14

Derechos de propiedad intelectual e industrial

En cuanto a la protección a la propiedad industrial, y en particular a inventos, dibujos o
modelos industriales, marcas de fábrica, nombres comerciales y derechos relativos a la
propiedad literaria, científica o artística, se concederá a todo apátrida, en el país en que
resida habitualmente, la misma protección concedida a los nacionales de tal país. En el
territorio de cualquier otro Estado Contratante se le concederá la misma protección
concedida en él a los nacionales del país en que tenga su residencia habitual.

Artículo 15

Derecho de asociación

En lo que respecta a las asociaciones no políticas ni lucrativas y a los sindicatos, los
Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el territorio
de tales Estados, un trato tan favorable como sea posible y, en todo caso, no menos
favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general.
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Artículo 16

Acceso a los tribunales

1. En el territorio de los Estados Contratantes, todo apátrida tendrá libre acceso a los
tribunales de justicia.

2. En el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo apátrida recibirá
el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a los tribunales, incluso la asistencia
judicial y la exención de la "cautio judicatum solvi".

3. En los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su residencia habitual,
y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el párrafo 2, todo apátrida recibirá el mismo
trato que un nacional del país en el cual tenga su residencia habitual.

Capítulo III

Actividades Lucrativas

Artículo 17

Empleo remunerado

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el
territorio de dichos Estados un trato tan favorable como sea posible y, en todo caso, no
menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en
general, en cuanto al derecho al empleo remunerado.

2. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la asimilación en lo
concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los derechos de todos los
apátridas a los derechos de los nacionales, especialmente para los apátridas que hayan
entrado en el territorio de tales Estados en virtud de programas de contratación de mano
de obra o de planes de inmigración.

Artículo 18

Trabajo por cuenta propia

Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren legalmente en
el territorio de dicho Estado el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos
favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general,
en lo que respecta al derecho de trabajar por cuenta propia en la agricultura, la industria,
la artesanía y el comercio, y al de establecer compañías comerciales e industriales.

Artículo 19

Profesiones liberales

Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que residan legalmente en su
territorio, que posean diplomas reconocidos por las autoridades competentes de tal
Estado y que deseen ejercer una profesión liberal, el trato más favorable posible, y en
ningún caso, menos favorable que el generalmente concedido en las mismas
circunstancias a los extranjeros.
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Capítulo IV

Bienestar

Artículo 20

Racionamiento

Cuando la población en su conjunto esté sometida a un sistema de racionamiento que
regule la distribución general de productos que escaseen, los apátridas recibirán el
mismo trato que los nacionales.

Artículo 21

Vivienda

En materia de vivienda y, en tanto esté regida por leyes y reglamentos o sujeta a la
fiscalización de las autoridades oficiales, los Estados Contratantes concederán a los
apátridas que residan legalmente en sus territorios el trato más favorable posible y, en
ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los
extranjeros en general.

Artículo 22

Educación pública

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el mismo trato que a los
nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental.

2. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el trato más favorable posible
y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a
los extranjeros en general, respecto de la enseñanza que no sea la elemental y, en
particular, respecto al acceso a los estudios, reconocimiento de certificados de estudios,
diplomas y títulos universitarios expedidos en el extranjero, exención de derechos y
cargas y concesión de becas.

Artículo 23

Asistencia pública

Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el
territorio de tales Estados el mismo trato que a sus nacionales en lo que respecta a
asistencia y a socorro públicos.

Artículo 24

Legislación del trabajo y seguros sociales

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el
territorio de tales Estados el mismo trato que a los nacionales en lo concerniente a las
materias siguientes:

66



a) Remuneración, inclusive subsidios familiares cuando formen parte de la
remuneración, horas de trabajo, disposiciones sobre horas extraordinarias de
trabajo, vacaciones con paga, restricciones al trabajo a domicilio, edad mínima de
empleo, aprendizaje y formación profesional, trabajo de mujeres y de adolescentes
y disfrute de los beneficios de los contratos colectivos de trabajo en la medida en
que estas materias estén regidas por leyes o reglamentos, o dependan de las
autoridades administrativas;

b) Seguros sociales (disposiciones legales respecto a accidentes del trabajo,
enfermedades profesionales, maternidad, enfermedad, invalidez, ancianidad,
fallecimiento, desempleo, responsabilidades familiares y cualquier otra
contingencia que, conforme a las leyes o a los reglamentos nacionales, esté
prevista en un plan de seguro social), con sujeción a las limitaciones siguientes:

i) Posibilidad de disposiciones adecuadas para la conservación de los derechos
adquiridos y de los derechos en vías de adquisición;

ii) Posibilidad de que las leyes o reglamentos nacionales del país de residencia
prescriban disposiciones especiales concernientes a los beneficios o partes
de ellos pagaderos totalmente con fondos públicos, o a subsidios pagados a
personas que no reúnan las condiciones de aportación prescritas para la
concesión de una pensión normal.

2. El derecho a indemnización por la muerte de un apátrida, de resultas de accidentes
del trabajo o enfermedad profesional, no sufrirá menoscabo por el hecho de que el
derechohabiente resida fuera del territorio del Estado Contratante.

3. Los Estados Contratantes harán extensivos a los apátridas los beneficios de los
acuerdos que hayan concluido o concluyan entre sí, sobre la conservación de los
derechos adquiridos y los derechos en vías de adquisición en materia de seguridad
social, con sujeción únicamente a las condiciones que se apliquen a los nacionales de
los Estados signatarios de los acuerdos respectivos.

4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la aplicación a los apátridas,
en todo lo posible, de los beneficios derivados de acuerdos análogos que estén en vigor
o entren en vigor entre tales Estados Contratantes y Estados no contratantes.

Capítulo V

Medidas Administrativas

Artículo 25

Ayuda administrativa

1. Cuando el ejercicio de un derecho por un apátrida necesite normalmente de la ayuda
de autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir, el Estado Contratante en cuyo
territorio aquél resida tomará las medidas necesarias para que sus propias autoridades
le proporcionen esa ayuda.
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2. Las autoridades a que se refiere el párrafo 1 expedirán o harán que bajo su vigilancia
se expidan a los apátridas los documentos o certificados que normalmente serían
expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de éstas.

3. Los documentos o certificados así expedidos reemplazarán a los instrumentos
oficiales expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de
éstas, y harán fe, salvo prueba en contrario.

4. A reserva del trato excepcional que se conceda a las personas indigentes, pueden
imponerse derechos por los servicios mencionados en el presente artículo, pero tales
derechos serán moderados y estarán en proporción con los impuestos a los nacionales
por servicios análogos.

5. Las disposiciones del presente artículo no se oponen a las de los artículos 27 y 28.

Artículo 26

Libertad de circulación

Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren legalmente en
el territorio, el derecho de escoger el lugar de su residencia en tal territorio y de viajar
libremente por él, siempre que observen los reglamentos aplicables en las mismas
circunstancias a los extranjeros en general.

Artículo 27

Documentos de identidad

Los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo apátrida que se
encuentre en el territorio de tales Estados y que no posea un documento válido de viaje.

Artículo 28

Documentos de viaje

1. Los Estados Contratantes expedirán a los apátridas que se encuentren legalmente
en el territorio de tales Estados, documentos de viaje que les permitan trasladarse fuera
de tal territorio, a menos que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad
nacional o de orden público. Las disposiciones del anexo a esta Convención se aplicarán
igualmente a esos documentos. Los Estados Contratantes podrán expedir dichos
documentos de viaje a cualquier otro apátrida que se encuentre en el territorio de tales
Estados; y, en particular, examinarán con benevolencia el caso de los apátridas que,
encontrándose en el territorio de tales Estados, no puedan obtener un documento de
viaje del país en que tengan su residencia legal.

Artículo 29

Gravámenes fiscales

1. Los Estados Contratantes no impondrán a los apátridas derecho, gravamen o
impuesto alguno de cualquier clase que difiera o exceda de los que exijan o puedan
exigirse de los nacionales de tales Estados en condiciones análogas.
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2. Lo dispuesto en el precedente párrafo no impedirá aplicar a los apátridas las leyes y
los reglamentos concernientes a los derechos impuestos a los extranjeros por la
expedición de documentos administrativos, incluso documentos de identidad.

Artículo 30

Transferencia de haberes

1. Cada Estado Contratante, de conformidad con sus leyes y reglamentos, permitirá a
los apátridas transferir a otro país, en el cual hayan sido admitidos con fines de
reasentamiento, los haberes que hayan llevado consigo al territorio de tal Estado.

2. Cada Estado Contratante examinará con benevolencia las solicitudes presentadas
por los apátridas para que se les permita transferir sus haberes, dondequiera que se
encuentren, que sean necesarios para su reasentamiento en otro país en el cual hayan
sido admitidos.

Artículo 31

Expulsión

1. Los Estados Contratantes no expulsarán a apátrida alguno que se encuentre
legalmente en el territorio de tales Estados, a no ser por razones de seguridad nacional
o de orden público.

2. La expulsión del apátrida únicamente se efectuará, en tal caso, en virtud de una
decisión tomada conforme a los procedimientos legales vigentes. A no ser que se
opongan a ello razones imperiosas de seguridad nacional, se deberá permitir al apátrida
presentar pruebas en su descargo, interponer recursos y hacerse representar a este
efecto ante la autoridad competente o ante una o varias personas especialmente
designadas por la autoridad competente.

3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al apátrida un plazo razonable
dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país. Los Estados
Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante ese plazo las medidas de orden
interior que estimen necesarias.

Artículo 32

Naturalización

Los Estados Contratantes facilitarán en todo lo posible la asimilación y la naturalización
de los apátridas. Se esforzarán, en especial, por acelerar los trámites de naturalización
y por reducir en todo lo posible los derechos y gastos de tales trámites.
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Capítulo VI 

Cláusulas Finales 

Artículo 33 

Información sobre leyes y reglamentos nacionales 

Los Estados Contratantes comunicarán al Secretario General de las Naciones Unidas 
el texto de las leyes y los reglamentos que promulguen para garantizar la aplicación de 
esta Convención. 

Artículo 34 

Solución de controversias 

Toda controversia entre las Partes en esta Convención respecto a su interpretación o 
aplicación, que no haya podido ser resuelta por otros medios, será sometida a la Corte 
Internacional de Justicia a petición de cualquiera de las Partes en la controversia. 

Artículo 35 

Firma, ratificación y adhesión 

1. Esta Convención quedará abierta a la firma en la Sede de las Naciones Unidas hasta 
el 31 de diciembre de 1955. 

2. Estará abierta a la firma de: 

a) Todo Estado Miembro de las Naciones Unidas; 

b) Cualquier otro Estado invitado a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Estatuto de los Apátridas; y 

c) Todo Estado al cual la Asamblea General de las Naciones Unidas dirigiere una 
invitación al efecto de la firma o de la adhesión. 

3. Habrá de ser ratificada y los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

4. Los Estados a que se refiere el párrafo 2 podrán adherir a esta Convención. La 
adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 36 

Cláusula de aplicación territorial 

1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá 
declarar que esta Convención se hará extensiva a la totalidad o a parte de los territorios 
cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo. Tal declaración surtirá efecto a partir 
del momento en que la Convención entre en vigor para el Estado interesado. 
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2. En cualquier momento ulterior, tal extensión se hará por notificación dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas y surtirá efecto a partir del nonagésimo día
siguiente a la fecha en que el Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido
la notificación o a la fecha de entrada en vigor de la Convención para tal Estado, si esta
última fecha fuere posterior.

3. Con respecto a los territorios a los que no se haya hecho extensiva la presente
Convención en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, cada Estado
interesado examinará la posibilidad de adoptar a la mayor brevedad posible, las medidas
necesarias para hacer extensiva la aplicación de esta Convención a tales territorios, a
reserva del consentimiento de los gobiernos de tales territorios, cuando sea necesario
por razones constitucionales.

Artículo 37

Cláusula federal

Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las disposiciones
siguientes:

a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de
la acción legislativa del poder legislativo federal, las obligaciones del Gobierno
federal serán, en esta medida, las mismas que las de las Partes que no son
Estados federales;

b) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de
la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincias o cantones
constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la federación, no estén
obligados a adoptar medidas legislativas, el Gobierno federal, a la mayor brevedad
posible y con su recomendación favorable, comunicará el texto de dichos artículos
a las autoridades competentes de los Estados, provincias o cantones;

c) Todo Estado federal que sea Parte en esta Convención proporcionará, a petición
de cualquier otro Estado Contratante que le haya sido transmitida por el Secretario
General de las Naciones Unidas, una exposición de la legislación y de las prácticas
vigentes en la Federación y en sus unidades constituyentes, en lo concerniente a
una determinada disposición de la Convención, indicando en qué medida, por
acción legislativa o de otra índole, se ha dado efecto a tal disposición.

Artículo 38

Reservas

1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá
formular reservas con respecto a artículos de la Convención que no sean los artículos 1,
3, 4, 16 (1), y 33 a 42 inclusive.

2. Todo Estado que haya formulado alguna reserva con arreglo al párrafo 1 del presente
artículo podrá retirarla en cualquier momento, mediante comunicación al efecto dirigida
al Secretario General de las Naciones Unidas.
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Artículo 39

Entrada en vigor

1. Esta Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito
del sexto instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Respecto a cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después del
depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en
vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito por tal Estado de su
instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 40

Denuncia

1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento denunciar esta Convención
mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.

2. La denuncia surtirá efecto para el Estado Contratante interesado un año después de
la fecha en que el Secretario General de las Naciones Unidas la haya recibido.

3. Todo Estado que haya hecho una declaración o una notificación con arreglo al
artículo 36 podrá declarar en cualquier momento posterior, mediante notificación dirigida
al Secretario General de las Naciones Unidas, que la Convención dejará de aplicarse a
determinado territorio designado en la notificación. La Convención dejará de aplicarse a
tal territorio un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido esta
notificación.

Artículo 41

Revisión

1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento, mediante notificación dirigida
al Secretario General de las Naciones Unidas, pedir la revisión de esta Convención.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas recomendará las medidas que, en su
caso, hayan de adoptarse respecto de tal petición.

Artículo 42

Notificaciones del Secretario General de las Naciones Unidas

El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados Miembros
de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el artículo 35,
acerca de:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones a que se refiere el artículo 35;

b) Las declaraciones y notificaciones a que se refiere el artículo 36;
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c) Las reservas formuladas o retiradas, a que se refiere el artículo 38;

d) La fecha en que entrará en vigor esta Convención, con arreglo al artículo 39;

e) Las denuncias y notificaciones a que se refiere el artículo 40;

f) Las peticiones de revisión a que se refiere el artículo 41.

EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados, firman en nombre de sus
respectivos Gobiernos la presente Convención.

HECHA en Nueva York el día veintiocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y
cuatro, en un solo ejemplar, cuyos textos en español, francés e inglés son igualmente
auténticos, que quedará depositado en los archivos de las Naciones Unidas y del cual
se entregarán copias debidamente certificadas a todos los Estados Miembros de las
Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el artículo 35.

A N E X O

Párrafo 1

1. En el documento de viaje a que se refiere el artículo 28 de la presente Convención,
deberá indicarse que el portador es un apátrida según los términos de la Convención
del 28 de setiembre de 1954.

2. El documento estará redactado por lo menos en dos idiomas, uno de los cuales será
el inglés o el francés.

3. Los Estados Contratantes examinarán la posibilidad de adoptar un documento
conforme al modelo adjunto.

Párrafo 2

Con sujeción a los reglamentos del país de expedición, los niños podrán ser incluidos
en el documento de viaje del padre o de la madre o, en circunstancias excepcionales,
en el de otro adulto.

Párrafo 3

Los derechos que se perciban por la expedición del documento no excederán de la tarifa
más baja que se aplique a los pasaportes nacionales.

Párrafo 4

Salvo en casos especiales o excepcionales, el documento será válido para el mayor
número posible de países.
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Párrafo 5

La duración de la validez del documento no será menor de tres meses ni mayor de dos
años.

Párrafo 6

1. La renovación o la prórroga de la validez del documento corresponderá a la autoridad
que lo haya expedido mientras el titular no se haya establecido legalmente en otro
territorio y resida legalmente en el territorio de dicha autoridad. La expedición de un
nuevo documento corresponderá, en iguales condiciones, a la autoridad que expidió el
documento anterior.

2. Los representantes diplomáticos o consulares podrán ser autorizados para prorrogar,
por un plazo que no exceda de seis meses, la validez de los documentos de viaje
expedidos por sus respectivos Gobiernos.

3. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de renovar o
prorrogar la validez de los documentos de viaje o de expedir nuevos documentos a los
apátridas que ya no residan legalmente en el territorio de tales Estados y no puedan
obtener documentos de viaje del país de su residencia legal.

Párrafo 7

Los Estados Contratantes reconocerán la validez de los documentos expedidos con
arreglo a las disposiciones del artículo 28 de esta Convención.

Párrafo 8

Las autoridades competentes del país al cual desee trasladarse el apátrida, si están
dispuestas a admitirlo, visarán el documento que posea, si se requiere un visado.

Párrafo 9

1. Los Estados Contratantes se comprometen a expedir visados de tránsito a los
apátridas que hayan obtenido visados para un territorio de destino definitivo.

2. Podrá negarse la expedición del visado por los motivos que permitan justificar la
negación de visado a cualquier extranjero.

Párrafo 10

Los derechos de expedición de visados de salida, de entrada o de tránsito, no excederán
de la tarifa más baja que se aplique a los visados de pasaportes extranjeros.

Párrafo 11

Cuando un apátrida haya establecido legalmente su residencia en el territorio de otro
Estado Contratante, la responsabilidad de la expedición de un nuevo documento
incumbirá en adelante, conforme a los términos y condiciones del artículo 28, a la
autoridad competente de tal territorio, de quien podrá solicitarlo el apátrida.
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Párrafo 12

La autoridad que expida un nuevo documento deberá retirar el antiguo y devolverlo al
país que lo haya expedido, si el antiguo documento especifica que debe ser devuelto al
país que lo expidió; en caso contrario, la autoridad que expida el nuevo documento
retirará y anulará el antiguo.

Párrafo 13

1. Todo documento de viaje expedido con arreglo al artículo 28 de esta Convención,
conferirá al titular, salvo indicación en contrario, el derecho de regresar al territorio del
Estado que lo expidió, en cualquier momento durante el plazo de validez del documento.
En todo caso, el plazo durante el cual el titular podrá regresar al país que ha expedido
el documento no será menor de tres meses, excepto cuando el país al cual se propone
ir el apátrida no exija que en el documento de viaje conste el derecho de readmisión.

2. Con sujeción a las disposiciones del párrafo procedente, un Estado Contratante
puede exigir que el titular de ese documento se someta a todas las formalidades que
puedan imponerse a los que salen del país o a los que regresan a él.

Párrafo 14

Con la única reserva de las disposiciones del párrafo 13, las disposiciones del presente
anexo en nada se oponen a las leyes y los reglamentos que rigen en los territorios de
los Estados Contratantes, las condiciones de admisión, tránsito, permanencia,
establecimiento y salida.

Párrafo 15

Ni la expedición del documento ni las anotaciones que en él se hagan determinarán o
modificarán la condición del titular, especialmente en cuanto a su nacionalidad.

Párrafo 16

La expedición del documento no da al titular derecho alguno a la protección de los
representantes diplomáticos o consulares del país que expidió el documento, ni confiere
"ipso facto" a tales representantes derecho de protección.

75

https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/3395302.HTML#art28
https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/3395302.HTML#p13

	734 2018 cara
	734 2018
	ADP583F.tmp
	SECCION III
	DE LA CIUDADANIA Y DEL SUFRAGIO
	CAPITULO I
	SECCION XVII
	DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
	CAPITULO IV

	ADP58FE.tmp
	Capítulo I
	Disposiciones generales
	Artículo 1
	Definición del término "apátrida"
	Artículo 2
	Obligaciones generales
	Artículo 3
	Prohibición de la discriminación
	Artículo 4
	Religión
	Artículo 5
	Derechos otorgados independientemente de esta Convención
	Artículo 6
	La expresión "en las mismas circunstancias"
	Artículo 7
	Exención de reciprocidad
	Artículo 8
	Exención de medidas excepcionales
	Artículo 9
	Medidas provisionales
	Artículo 10
	Continuidad de residencia
	Artículo 11
	Marinos apátridas
	Capítulo II
	Condición Jurídica
	Artículo 12
	Estatuto personal
	Artículo 13
	Bienes muebles e inmuebles
	Artículo 14
	Derechos de propiedad intelectual e industrial
	Artículo 15
	Derecho de asociación
	Artículo 16
	Acceso a los tribunales
	Capítulo III
	Actividades Lucrativas
	Artículo 17
	Empleo remunerado
	Artículo 18
	Trabajo por cuenta propia
	Artículo 19
	Profesiones liberales
	Capítulo IV
	Bienestar
	Artículo 20
	Racionamiento
	Artículo 21
	Vivienda
	Artículo 22
	Educación pública
	Artículo 23
	Asistencia pública
	Artículo 24
	Legislación del trabajo y seguros sociales
	Capítulo V
	Medidas Administrativas
	Artículo 25
	Ayuda administrativa
	Artículo 26
	Libertad de circulación
	Artículo 27
	Documentos de identidad
	Artículo 28
	Documentos de viaje
	Artículo 29
	Gravámenes fiscales
	Artículo 30
	Transferencia de haberes
	Artículo 31
	Expulsión
	Artículo 32
	Naturalización
	Capítulo VI
	Cláusulas Finales
	Artículo 33
	Información sobre leyes y reglamentos nacionales
	Artículo 34
	Solución de controversias
	Artículo 35
	Firma, ratificación y adhesión
	Artículo 36
	Cláusula de aplicación territorial
	Artículo 37
	Cláusula federal
	Artículo 38
	Reservas
	Artículo 39
	Entrada en vigor
	Artículo 40
	Denuncia
	Artículo 41
	Revisión
	Artículo 42
	Notificaciones del Secretario General de las Naciones Unidas
	A N E X O
	Párrafo 1
	Párrafo 2
	Párrafo 3
	Párrafo 4
	Párrafo 5
	Párrafo 6
	Párrafo 7
	Párrafo 8
	Párrafo 9
	Párrafo 10
	Párrafo 11
	Párrafo 12
	Párrafo 13
	Párrafo 14
	Párrafo 15
	Párrafo 16

	ADPE799.tmp
	DERECHO AL REFUGIO Y A LOS REFUGIADOS
	TÍTULO I
	DEL REFUGIO Y LOS REFUGIADOS
	CAPÍTULO I
	DEFINICIÓN DE REFUGIO. CLÁUSULAS DE INCLUSIÓN
	CAPÍTULO II
	CLÁUSULAS DE EXCLUSIÓN, NULIDAD Y REVOCACIÓN
	CAPÍTULO III
	PÉRDIDA DE LA CALIDAD DE REFUGIADOS
	CAPÍTULO IV
	RÉGIMEN DE EXPULSIÓN
	CAPÍTULO V
	PRINCIPIOS DEL REFUGIO
	CAPÍTULO VI
	DEBERES Y DERECHOS DEL REFUGIADO
	TÍTULO II
	ÓRGANOS
	CAPÍTULO I
	ÓRGANOS COMPETENTES EN LA DETERMINACIÓN
	CAPÍTULO II
	COMETIDOS Y FUNCIONAMIENTO
	CAPÍTULO III
	SECRETARÍA PERMANENTE
	TÍTULO III
	DEL PROCEDIMIENTO
	CAPÍTULO I
	SOLICITUD Y TRÁMITE
	CAPÍTULO II
	RESOLUCIÓN DEFINITIVA
	CAPÍTULO III
	DE LOS RECURSOS
	CAPÍTULO IV
	EXTRADICIÓN Y REFUGIO
	TÍTULO IV
	DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y VIAJE
	FACILIDADES PROCESALES
	TÍTULO V
	COOPERACIÓN Y DERECHO INTERNACIONAL
	CAPÍTULO I
	COOPERACIÓN INTERNACIONAL
	CAPÍTULO II
	APLICACIÓN DIRECTA DEL DERECHO INTERNACIONAL
	TÍTULO VI
	DISPOSICIÓN GENERAL


	Página en blanco
	Página en blanco




